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1. TÍTULO 

Alcances de la reparación de víctimas de las bandas criminales (BACRIM) en el 

conflicto armado en Colombia. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

Las Bandas criminales (BACRIM): La conformación de estas agrupaciones se 

dieron a finales de 2006, después de que las Autodefensas Unidas de Colombia 

(AUC) pactaran un proceso de desmovilización durante el mandato del ex 

presidente Álvaro Uribe Vélez.1 El 15 de agosto de 2006 se desmovilizaron 31. 

671 combatientes, según un reporte de la alta consejería presidencial. Sin 

embargo, luego de culminar con todo el proceso, varios ex-integrantes de este 

grupo se rearmaron nuevamente, por lo que empezó una nueva oleada de 

delincuencia común. La estructuración de estos grupos se dio por los efectos 

económicos favorables del narcotráfico.2 

Las cuales fueron avanzando y se han extendido a gran parte del país, haciendo 

presencia en diferentes Municipios, algunas de estas agrupaciones se identifican 

como “los rastrojos”, “el clan Úsuga”, “Los Paisas” o “La Empresa”, entre otros.  

Sus accionares: el ataque, la extorsión y el secuestro a la población civil y 

miembros de la fuerza pública. Otras de sus actividades son el reclutamiento 

forzado de menores de edad y el impuesto revolucionario, extorsión que busca la 

intimidación y el desembolso de dinero por parte de comerciantes, empresarios y 

en ocasiones, a compañías y empresas de diferentes sectores. 

La propuesta de inclusión de las víctimas de las bandas criminales (Bacrim) en la 

iniciativa legislativa, debe contemplar a todas las víctimas de los grupos armados 

ilegales, esta propuesta, que en un principio crea una sensación favorable en 

cuanto a la igualdad respecto de las víctimas de las diversas formas de violencia 

                                            

1 ALTA CONSEJERÍA PRESIDENCIAL PARA LA REINTEGRACIÓN “Proceso De Paz Con Las Autodefensas” disponible en internet: 
http://web.archive.org/web/20110921142311/http://www.reintegracion.gov.co/Es/proceso_ddr/Paginas/proceso_paz.aspx 
Consultado el 28 de marzo de 2017 a las 5:50 pm 
 

2
  REDACCIÓN JUSTICIA , 26 de febrero de 2011, 11:48 am “Faltó estrategia para los mandos medios de las Auc: OEA, La Misión de la 

Organización de los Estados Americanos habla sobre el problema de las Bacrim” Disponible en:  

http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-8931640, consultado el 28 de marzo de 2017 a las 6:35 pm 

http://web.archive.org/web/20110921142311/http:/www.reintegracion.gov.co/Es/proceso_ddr/Paginas/proceso_paz.aspx
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-8931640
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existentes en Colombia, no puede ser introducida sin antes evaluar, al menos, dos 

aspectos: la naturaleza de la ley de víctimas y el segundo el carácter de las 

„Bacrim‟ respecto del  Derecho  Internacional  Humanitario.  

 

Si bien se sabe que la ley 1448 de 2011, trata de las “víctimas de violaciones a los 

derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario”, los 

artículos 1° y 4° definen el objeto y quiénes son víctimas, respectivamente, 

reducen el panorama al indicar que la ley se produce en el marco de la justicia 

transicional y que “no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un 

menoscabo en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia 

común”3.    

 

A pesar de los grandes esfuerzos que hace Colombia en reparación a las víctimas, 

éstas de alguna forma son temerosas en cuanto a los tiempos, los montos y las 

políticas locales; ya que después de entrada en vigencia de esta ley se ven 

reflejadas tres dificultades que ensombrecen sus logros: los titubeos en la 

aceptación de las víctimas de las bandas criminales como parte de las personas a 

reparar; el abismo que hay entre el dinero que se entrega por reparación 

administrativa a las víctimas de guerrilla y paramilitarismo y los montos que 

contemplan los fallos judiciales; y el temor de que los nuevos alcaldes y 

gobernadores le saquen el cuerpo al tema. 

 

Adicional a esto las víctimas de la guerra entre el 1 de enero 1985 y el 10 de junio 

de 2011 se les definió un plazo para registrarse como víctima del conflicto armado 

y como víctima de Bandas Criminales de acuerdo con la Ley 1448 (de Víctimas). 

 

                                            
3
 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1448 (10, junio, 2011). Por la cual se dictan medidas de 

atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 

disposiciones. Diario Oficial. Bogotá, D.C. 2011. No. 48.096. 
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Ese plazo debería ampliarse ya que la gente todavía no se atreve a denunciar 

debido al temor de las actividades hostiles o al desconocimiento de la ley y sus 

beneficios, muchas víctimas no saben que lo son, Creen que sólo victimizan a los 

que matan, torturan o secuestran.4 

A partir de Mayo de 2016, las bandas criminales pasan a ser llamadas por el 

gobierno colombiano como Grupos Armados Organizados (GAO) mediante 

la Directiva 015 del Ministerio de Defensa Nacional, dando facultades a 

las Fuerzas Militares (Ejército, Armada y Fuerza Aérea) para combatir estos 

grupos como si fueran insurgentes, incluyendo bombardeos a campamentos de 

estas organizaciones. 5 Anteriormente, el combate a estos grupos criminales era 

exclusivo de la Policía Nacional. 

 

 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

¿Cuál ha sido el alcance de la reparación de las víctimas de las BACRIM en 

Colombia? 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
4
 VERDAD ABIERTA “Tres Problemáticas Que Desvelan A Las Victimas” disponible en : http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/los-

resistentes/5720-tres-problemas-que-desvelan-a-las-victimas consultado el 09 de junio 2017 a las 8:33 pm 

 

5
 ACTUALIDAD, SEGURIDAD Y DEFENSA “A partir de hoy las fuerzas militares podrán bombardear y combatir a las bandas criminales” 

disponible en: http://www.webinfomil.com/2016/05/a-partir-de-hoy-las-fuerzas-militares.html, consultado el 28 de marzo de 2017 a las 7:00 pm 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/2016
http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/los-resistentes/5720-tres-problemas-que-desvelan-a-las-victimas
http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/los-resistentes/5720-tres-problemas-que-desvelan-a-las-victimas
http://www.webinfomil.com/2016/05/a-partir-de-hoy-las-fuerzas-militares.html
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3. JUSTIFICACIÓN 

Con esta investigación busca dar a conocer de una manera clara los alcances de 

la reparación de las víctimas de las bandas criminales, analizar el posconflicto al 

momento de iniciar la reparación, y reflexionar sobre la prevalencia de los 

principios de verdad, justicia, reparación, la vida, la buena fe, ponderación del 

derecho y la dignidad humana. 

 

La inclusión social de las víctimas se basa en la creación de  condiciones de 

convivencia para construir de nuevo un proyecto de vida soñado por todos, pero 

para lograrlo es importante que la sociedad crea en el reconocimiento de los 

daños de las víctimas causadas por parte de sus actores, pero ante todo 

reconciliar y perdonar el agresor, esto tal vez es algo que se puede considerar 

religioso pero lo cierto es que, sin perdón ni reconciliación para la víctima y 

victimario no tendría sentido seguir construyendo una paz verdadera, duradera y 

justa para todos;  Las prolongaciones de las bandas criminales no solo están 

determinadas por sus acciones violentas a lo largo del territorio nacional, sino que 

también se debe a la vinculación en actividades licitas e ilícitas que tienen algún 

tipo de control territorial; entendido de este modo el gobierno no ha logrado medir 

con exactitud la magnitud de estos criminales. Por ejemplo, sus influencias y 

relaciones políticas las cuales les dan carácter a su poder en cada localidad. 

 

El reto del Gobierno Nacional y de todos los que vivimos el conflicto y los que tal 

vez no tocaron sus puertas la violencia, es continuar con los protocolos 

establecidos hasta el momento para la reparación de víctimas, con las normas y 

procedimientos, en los cuales se relacionan a todas la victimas que requieren su 

atención y reparación humanitaria y lograr una reparación integral en casos de 

violación de sus Derechos Humanos y a las infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario, para llegar a cumplir con este resarcimiento no solo oficial o 
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constitucional, sino social, laboral, cultural, económico y político. La paz es un 

compromiso de todos, y es una realidad que se quiere. 

 

También es importante que en este proceso de reparación de víctimas de las 

bandas criminales (BACRIM) , se evite la inclusión de personas inescrupulosas 

que por cualquier medio quieran llegar a obtener beneficios sin ser víctimas del 

conflicto, es necesario que los entes de atención a las victimas estén diseñados, 

con protocolos de información y seguridad informática, con sus mesas de 

derechos humanos, organizaciones locales, subregionales, autoridades, locales y 

departamentales que verifiquen la declaración que realizan las personas que 

llegan con la intención de que sea incluido en el programa a fin de evitar el acceso 

fraudulento a los beneficios de este mecanismo de justicia transicional pues ello 

puede traducirse en la perdida de oportunidad a las verdaderas víctimas. 

 

Esta propuesta también busca servir de orientación a las víctimas de Bacrim, ya 

que para que se determine realmente sus condiciones es necesario establecerlas 

de manera concreta pues no es tan diferente su connotación a las víctimas del 

conflicto armado interno pues estos también son grupos armados al margen de la 

ley  que se decretaron como principales accionantes de  los daños causados al 

país, especialmente a las zonas más vulnerables logrando empoderarse de la 

mayoría del territorio colombiano. Es pertinente indagar sobre temas relacionados 

con el conflicto armado interno en Colombia en especial las Bacrim pues es una 

realidad imposible de ocultar ya que es el diario vivir de nuestra nación, puesto 

que de alguna manera nos han hecho creer en los medios que se está 

erradicando totalmente el conflicto armado con un proceso de paz, con esto no se 

quiere decir que no se haya logrado minimizar los índices de desplazamientos, 

sicariatos y secuestros entre otros actos de criminalidad pero se debe concientizar 

al país y en especial al pueblo colombiano que aún existen personas que no 

quieren entregar del todo sus armas y por tal motivo crean nuevos grupos ilegales 

para continuar delinquiendo y ocasionando terror en zonas donde alguna vez 
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estuvieron tal vez no como líderes sino como subordinados a los altos mandos de 

guerrillas o paramilitares.  

4. OBJETIVOS 

OBJETIVO GENERAL: 

 

Analizar los alcances de la reparación de las víctimas de las BACRIM en el año 

2011 – 2015. En Colombia 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 

 

 Identificar la protección legal del derecho a la reparación de víctimas de las 

Bacrim. 

 

 Establecer como se estructura el marco normativo de la reparación de las 

víctimas de las Bacrim. 

 

 Determinar la satisfacción de los estándares de la protección de las víctimas 

de las Bacrim  
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5. MARCO REFERENCIAL 

MARCO HISTÓRICO 

 

El proceso de desmovilización se inició a finales del 2002 con la declaración del 

cese unilateral por parte de los grupos de las autodefensas por medio de carta 

pública enviada al presidente de la republica el día 29 de noviembre del mismo 

año; respuesta a esto el gobierno nacional designo una comisión exploratoria de 

paz por medio de la resolución 185 de diciembre de 2002 con el fin de contactar a 

los grupos que se declararon públicamente en cese de hostilidades con la 

responsabilidad de informar los desarrollos y alcances de proceso que quedo en 

manos del alto comisionado para la paz. 

 

El inicio de estos diálogos se llevó a cabo en cuatro mesas de diálogos paralelas 

porque las autodefensas se negaron a compartir mesa de diálogos entre sí, sin 

embargo surgieron compromisos en la fase exploratoria con los grupos de 

autodefensas, la comisión exploratoria y el equipo de la oficina del alto 

comisionado para la paz culminando esta con una reunión con el presidente de la 

republica el 17 de junio de 2003, el 25 de junio del mismo año la comisión hizo 

público un documento donde daba ciertas recomendaciones para continuar con el 

proceso de paz entre ellos estaba el de reunir a los grupos en una sola mesa para 

perfeccionar el cese total de hostilidades al igual que el abandono total de las 

actividades ilícitas como el narcotráfico, hurto de combustible, extorsión y 

secuestro. 

 

El 14 y 15 de julio del 2003 suscriben el “Acuerdo de Santa Fe de Ralito para 

contribuir a la paz de Colombia” el cual es claro en sus propósitos “ dar inicio a la 

etapa de negociación” para avanzar a su reincorporación a la vida civil y contribuir 
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con el fortalecimiento del Estado Social de Derecho; continuamente se fueron 

firmando otros acuerdos que daban más solides a la desmovilización de los 

grupos armados de las autodefensas como fueron el “Acuerdo Fatima”,  “ Acuerdo 

del sur del Casanare por la paz de Colombia” y “Acto de fe por la paz”. 

 

Terminando este proceso en el 2006 se dio inicio a la desmovilización poniendo a 

disposición de las autoridades a los jefes de desmovilizados siendo recluidos en el 

centro especial de la Ceja y posteriormente trasladados a la cárcel de máxima 

seguridad de Itagüí, a raíz de esta decisión el proceso de paz entro en una 

segunda fase que se caracterizó por la aplicación de la justicia y la reparación de 

víctimas. 

Luego de esta desmovilización se observó que se empezaron a generar nuevos 

actos de ilegalidad llevados a cabo por parte de ex miembros de las autodefensas, 

desmovilizados que se rearmaron y algunos que no se habían desmovilizado 

trayendo con ellos a personas nuevas. 

 

Más allá de saber cuántos son, lo importante es conocer a profundidad su actuar 

reconociendo las dinámicas para poder ganarle espacio a la ilegalidad. Dichos 

fenómenos de criminalidad son llevados a cabo bajo cooptación es decir por 

medio de selección o reclutamiento de nuevos miembros, nombrados 

internamente a través de sus miembros antiguos, para tener monopolios de la 

ilegalidad en una zona determinada, por lo tanto, es normal que se den 

enfrentamientos para tener mayor control de rutas, zonas y grupos y así fortalecer 

el negocio. 

 

Las bandas criminales representan una amenaza y son uno de los factores más 

críticos de la restitución, pero la conformación de un Comité para la protección de 

víctimas y el marco del acompañamiento de las comunidades está apoyando al 

Gobierno y a las comunidades en este importante proceso buscando la 

reconciliación.  Adicionalmente a la política de restitución es importante crearle 

componentes que permitan solucionar los posibles conflictos que van más allá de 
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las acciones armadas que quieran obstaculizar el proceso, por ello es importante 

la presencia institucional en terreno para disuadir este tipo de acciones. 

 

Por otro lado, algunas zonas del país donde se han dado casos puntuales de 

corrupción han ocurrido sucesos con la fuerza pública que ponen a tambalear la 

confianza de un pueblo a pesar de los esfuerzos institucionales de las Fuerzas 

Armadas y la Policía de combatir el crimen y darles seguridad a las comunidades 

siendo necesario continuar trabajando en ese sentido para cambiar esa 

apreciación recuperando la confianza, con el tiempo y adquiriendo un compromiso 

con toda la sociedad colombiana. 6 

 

El Ex Ministro de Defensa Nacional LUIS CARLOS VILLEGAS destaco que la 

directiva 015 de 20167 establece un procedimiento que se caracteriza por permitir 

a las fuerzas armadas actuar frente a las organizaciones que afecten la seguridad 

de los colombianos, esta directiva se enfoca sin excepción a aplicar toda la fuerza 

del Estado contra los grupos armados organizados o los que tengan en un 

determinado territorio mayor capacidad hostil, que tengan campamentos, 

armamento largo, uniformes de uso privativo de las fuerzas militares, etc; 

 

Es tarea de los Comandantes decidir cómo se clasifican los Grupos Delictivos 

Organizados (GDO) y Grupos Armados Organizados (GAO). Para ello los 

Comandantes llevaran a cabo reuniones donde se tendrán en cuenta factores 

principales: como son la Violencia armada contra miembros de la Fuerza Pública, 

gobierno, población civil e integrantes de otras GAO, la Violencia armada que 

supere los disturbios y las tensiones internas y las Organizaciones con cadena de 

mando estas decisiones deberán ser confirmadas por El Consejo de Seguridad 

Nacional. 

                                            

6 Alta Consejería Presidencial Para La Reintegración,  Proceso DDR En Colombia “PROCESO DE PAZ CON LAS AUTODEFENSAS” 

disponible en: http://web.archive.org/web/20110921142311/http://www.reintegracion.gov.co/Es/proceso_ddr/Paginas/proceso_paz.aspx. 

Consultado el 30 de Abril de 2017 a las 7:00pm 

7
  LLERAS, María Emilia “Análisis a la Directiva Permanente No. 15 de 22 de abril (Ministerio de Defensa Nacional)” disponible en: 

http://www.acpaz.org/wp-content/uploads/2016/05/Directiva-15-de-2016-rev-2.pdf, consultado el 30 de abril de 2017 a las 19:26 pm. 

http://web.archive.org/web/20110921142311/http:/www.reintegracion.gov.co/Es/proceso_ddr/Paginas/proceso_paz.aspx
http://www.acpaz.org/wp-content/uploads/2016/05/Directiva-15-de-2016-rev-2.pdf
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MARCO TEÓRICO 

Como uno de  los mayores desafíos que enfrenta Colombia es la construcción de 

paz a través de la reparación de las víctimas como consecuencia del conflicto 

armado, que todavía sigue después de 50 años. En el caso de las reparaciones el 

reto es enorme ya que según información de la Unidad de Víctimas (el organismo 

institucional que gestiona los programas de reparación), actualmente hay una 

cantidad incontable de víctimas registradas en el país. Y las cifras siguen 

creciendo. 

En 2011 en Congreso aprobó la Ley 1448, conocida como Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras, con el objetivo de una reparación integral a las víctimas del 

conflicto. dicha reparación fue diseñada con el objetivo de superar el enfoque de la 

indemnización económica por lo que incluyó otras medidas materiales como 

proporcionar asistencia psicosocial, viviendas dignas, o la restitución de tierras; 

también medidas simbólicas, como el establecimiento Día Nacional de la Memoria 

y Solidaridad con las Víctimas, que desde entonces se celebra el 9 de abril, las 

cuales son en el momento la reparación que se le está brindando a las víctimas de 

las bandas criminales BACRIM. Esta Ley generó expectativas entre las víctimas 

ya que fue presentada como un instrumento que aspiraba reparar y también a 

transformar la vida y la situación de las víctimas.  

El Centro Internacional para la justicia Transicional (ICTJ)  realizo un análisis al 

Programa de Reparaciones Individuales establecido por la Ley 1448. El cual 

examina profundamente los aspectos positivos y las falencias del diseño y la 

implementación de este programa, proponiendo recomendaciones para hacer más 

efectiva la tarea de reparar a las víctimas colombianas, que actualmente sienten 

que la promesa de la reparación solo ha sido parcialmente cumplida. Dicho 

análisis se centró en víctimas de homicidio, desaparición forzada y violencia 

sexual, que son algunas de las violaciones que cubre esta ley. 

https://www.ictj.org/es/our-work/regions-and-countries/colombia
http://portalterritorial.gov.co/apc-aa-files/40743db9e8588852c19cb285e420affe/ley-de-victimas-1448-y-decretos.pdf
https://www.ictj.org/sites/default/files/ICTJ-COL-Estudio-reparacion-individual-2015.pdf
https://www.ictj.org/sites/default/files/ICTJ-COL-Estudio-reparacion-individual-2015.pdf
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Las promesas incumplidas de la Ley 1448 han creado con el tiempo frustración 

entre las víctimas pues los servicios de salud, el apoyo psicosocial que han sufrido 

graves demoras, así como las necesidades educativas de las víctimas y de sus 

hijos que no han sido atendidas, por no hablar de las ayudas de vivienda. La falta 

de respuesta por parte de otras instituciones responsables de cuestiones 

esenciales para la reparación, entre otros que hacen que los esfuerzos de la 

Unidad de Víctimas sean percibidos como débiles por las víctimas.8 

 
El proceso que ha vivido Colombia frente a la desmovilización de los grupos 

armados al margen de la ley y sus dividendos positivos en cuanto a la reducción 

de la violencia en aquellas zonas en las que se llevaron a cabo desmovilizaciones 

colectivas, pero no es ajeno a nosotros como ciudadanos que en algunas regiones 

por el contrario parece que este proceso no ha logrado su objetivo totalmente,  

pues han resurgido grupos que hacen del postconflicto una obra de teatro que 

cuando se abre el telón solo dejan ver lo que supuestamente está llevándonos a la 

paz, pero detrás del escenario están muchas verdades que no se han podido 

reparar porque falta todavía tomar el control de algunos grupos que se han ido 

alzando en armas haciendo creer al pueblo colombiano que es otro tipo de 

violencia. 

 
La naturaleza de este fenómeno es muy clara,  por lo cual el gobierno y las 

fuerzas militares han denominado estas organizaciones como bandas criminales o  

BACRIM, cuyas características se basan en:  a) el origen, que tiene su base en 

muchas de las  personas desmovilizadas de las AUC que se rearmaron, llevando 

a cabo una nueva oleada de violencia; b) el tipo de organización, que alude a la 

estructura y el tipo control que ejerce, así como el armamento que es empleado 

por éstos y la existencia de uno o varios cabecillas; c) la influencia que éstos 

tienen frente al pueblo en cuanto a la necesidad de construcción de poder; y,  d) el 

objetivo de combate, el cual es tomar el control de un territorio determinado que 

les permitiera ejercer impunemente el delito de narcotráfico. 

                                            
8
 ICTJ “La reparación de las victimas en Colombia, una promesa parcialmente cumplida” disponible en: https://www.ictj.org/es/news/estudio-

reparacion-individual-victimas-colombia. Consultado  el 10 de junio de 2017 a las 9:45 am 

https://www.ictj.org/es/news/estudio-reparacion-individual-victimas-colombia
https://www.ictj.org/es/news/estudio-reparacion-individual-victimas-colombia
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Estas organizaciones hibridas presentan una  complejidad media puesto que la 

cabeza de mando no alcanza un nivel jerárquico sobre los demás por ello en la 

mayoría de los casos existen varias cabezas al mando que en su actuar deciden 

distribuirse el territorio independizando sus mandos pero con objetivos comunes, 

este tipo de organismos no se ciñen tanto a la disciplina militar ni tampoco hay una 

uniformidad en sus miembros, es decir que no se identifican a través de insignias 

ni uniformes, sino que buscan camuflarse dentro de la sociedad pasando en 

algunos caso desapercibidos. 

 
Estos grupos no se constituyen como ejércitos, pero aprovechan los espacios de 

poder para lograr sus objetivos, aunque sus móviles no son de armamento 

pesado, usan el miedo y la amenaza al pueblo colombiano llevando a cabo sus 

actos en referencia a la limpieza social haciendo visible la victimización que 

causan. Otras organizaciones son las que ostentan estructura jerárquica pues 

presentan una complejidad baja, ya que su estructura es rígida y su cadena de 

mando es lineal, tienen disciplina militar y uniformidad en sus miembros, su 

armamento es de difícil adquisición pues son fusiles de asalto, explosivos y 

equipos de comunicación de alta tecnificación. 

Las organizaciones con estructura en red son de complejidad alta porque no existe 

un cabecilla, cada quien actúa de forma independiente por ejemplo las águilas 

negras pues en cada zona hay una, y se diferencian por sus métodos de violencia 

y su equipamiento. 

 
Los objetivos de estos grupos se identifican de acuerdo a las formas de 

construcción de poder; las bandas criminales o neoparamilitares buscan en las 

zonas de influencia el crimen organizado, control de la población civil, captura del 

estado y la insurgencia. El concepto de las instituciones estatales es, que estos 

grupos están dedicados a la criminalidad organizada principalmente, buscando 

establecer control de toda la estructura de la economía ilegal ejerciendo violencia, 

presionando a la población a través de empresas que ofrecen protección privada 

ilegal. Los rastrojos por ejemplo son un grupo que se creó por la alianza de 
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narcotraficantes y grupos armados de las localidades después de la 

desarticulación del Cartel Del Norte Del Valle estableciendo el control de las rutas 

comerciales y de los laboratorios de producción de cocaína.9 

 

MARCO CONCEPTUAL 

 

 DESARME: “el desarme es la recolección, documentación, control y destino 

final de las armas pequeñas, municiones, explosivos y armas ligeras y 

pesadas de los combatientes, y a menudo también de la población civil. El 

desarme incluye además la elaboración de programas de gestión responsable 

de armas.”10 

 

 REINTEGRACIÓN: La reintegración es el proceso por el cual los 

excombatientes adquieren el estatus de civiles y consiguen empleo y perciben 

ingresos de manera sostenible. La reintegración es esencialmente un proceso 

social y económico sin límite de tiempo que se produce principalmente en las 

comunidades, en el ámbito local. Forma parte del desarrollo general de un 

país, es responsabilidad nacional y a menudo requiere asistencia externa de 

largo plazo.11 

 

 REVÍCTIMIZACIÓN: para Juan León Unger, el concepto de revictimización 

tiene que partir de la existencia de una víctima, a partir de esta categoría el 

sujeto tiene una especial protección constitucional, pues el Estado debe 

garantizar que en su tratamiento con el sistema de justicia o las instituciones 

sociales en general, no sean sufran tratos que impliquen una vulneración de 

                                            
9
 GRANADA, soledad, RETREPO, Jorge A., TOBON GARCIA ,Alonso “ Neoparamilitarismo en Colombia: una herramienta conceptual para la 

interpretación de dinámicas recientes del conflicto armado colombiano” en internet: 

(https://books.google.es/books?hl=es&lr=&id=h1tG5jwaVqMC&oi=fnd&pg=PA467&dq=bandas+criminales+en+colombia&ots=nnN98DZYJw&s

ig=61wZVxPQiqgWhVbSabWWTjWvhJU#v=onepage&q=bandas%20criminales%20en%20colombia&f=false.)      Consultado el 16 de abril de 

2017 a las 7: 45 pm     

10
 STEENKEN, Cornelis. Desarme, desmovilización y reintegración (DDR): Descripción general 

práctica. https://cdn.peaceopstraining.org/course_promos/ddr/ddr_spanish.pdf 

11
 Ibíd. 
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su dignidad humana en su carácter psicológico, social, jurídico y económico 

por el simple hecho de ser víctima.12  

 

 CONFLICTO ARMADO NO INTERNACIONAL: según el Comité Internacional 

de la Cruz Roja (CICR) existe un conflicto armado no internacional cuando hay 

“enfrentamientos armados prolongados que ocurren entre fuerzas armadas 

gubernamentales y las fuerzas de uno o más grupo armados, o entre estos 

grupos, que surgen en el territorio de un Estado [Parte en los Convenios de 

Ginebra]. El enfrentamiento armado debe alcanzar un nivel minino de 

intensidad y las partes que participan en el conflicto deben poseer una 

organización mínima.”13 

 

 AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA – AUC: tiene su origen en los 

grupos de seguridad privados de los  grandes terratenientes, industriales y 

políticos regionales relacionados con los carteles del narcotráfico en los años 

ochenta y el entrenamiento por parte de grupos del Ejercito, llevo a que en “los 

años noventa, bajo el liderazgo de Carlos Castaño, todos estos grupos 

dispersos de mercenarios se coordinan y constituyen las denominadas AUC 

disputando, con unos medios y una estrategia similar, el control del territorio a 

los movimientos guerrilleros.”14 

 

                                            
12

 LEÓN UNGER, Juan. Víctimas y revictimización. Reflexiones en torno a la finalidad del proceso 

penal. [Internet]. 2015. [Consultado el 17 de diciembre de 2019]. Disponible en: 

http://cdsa.aacademica.org/000-061/1185 

13
 ICRC.org [Suiza]. Suiza: ¿Cuál es la definición de "conflicto armado" según el derecho 

internacional humanitario? Disponible en: https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/opinion-

paper-armed-conflict-es.pdf 

 

14
 GÓMEZ ROSA, Fidel. Los grupos paramilitares en Colombia. Boletín de información [Internet]. 

2003 [13 dic 2019]; Nº. 279. Pág. 26. Disponible en: 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/4553437.pdf 
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 CRIMEN ORGANIZADO: en el ordenamiento jurídico colombiano no se define 

el crimen organizado, sin embargo, en el estatuto sustantivo de lo penal 

aparece como delito el concierto para delinquir, que para la Sala de Casación 

Penal de la Corte Suprema de Justicia “presupone la existencia de una 

organización, así esta sea rudimentaria, conformada por un grupo de personas 

que previamente se han puesto de acuerdo, o han convenido llevar a cabo un 

número plural de delitos y de este modo lesionar o poner en peligro 

indistintamente bienes jurídicos”15 

 

 BACRIM O GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS: según artículo 2° de la 

Ley 1908 de 2018, son un “grupo estructurado de tres o más personas que 

exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de 

cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la 

Convención de Palermo, con miras a obtener, directa o indirectamente, un 

beneficio económico u otro beneficio de orden material”16. 

 

 PROCESO DE PAZ: “un proceso de paz es un esfuerzo para lograr un 

acuerdo que ponga fin a la violencia, así como para implementarlo, mediante 

negociaciones que pueden requerir la mediación de terceros”17. 

 

 JUSTICIA TRANSICIONAL: para la doctrina constitucional “puede entenderse 

por justicia transicional una institución jurídica a través de la cual se pretende 

integrar diversos esfuerzos, que aplican las sociedades para enfrentar las 

                                            
15

 COLOMBIA.  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL.  Sentencia rad. 

17.089. 23, septiembre, 2003. 

16
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1908 (9, julio, 2018). “Por medio de la cual 

se fortalecen la investigación y judicialización de organizaciones criminales, se adoptan medidas 

para su sujeción a la justicia y se dictan otras disposiciones”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2018 No. 

50.649. 

17
 FISAS, Vicenç. Introducción a los procesos de paz. Barcelona: Escola de Cultura de Pau, 2012. 

Pág. 2. 
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consecuencias de violaciones masivas y abusos generalizados o sistemáticos 

en materia de derechos humanos, sufridos en un conflicto, hacia una etapa 

constructiva de paz, respeto, reconciliación y consolidación de la democracia, 

situaciones de excepción frente a lo que resultaría de la aplicación de las 

instituciones penales corrientes.”18 

 

 VÍCTIMAS POR HECHOS CON OCASIÓN DEL CONFLICTO ARMADO 

COLOMBIANO: para el Consejo de Estado “las víctimas en el marco de los 

conflictos armados o guerras no es reciente, su construcción se puede 

establecer en el primer tratado relacionado con “la protección de las víctimas 

militares de la guerra”, que se elaboró y firmó en Ginebra en 1864. Dicha 

definición inicial fue ampliada en la Haya en 1899, extendiéndose la protección 

como víctima a los miembros de las fuerzas armadas en el mar, los enfermos 

y las (sic) náufragos. Ya en 1929, el derecho de Ginebra hizo incorporar como 

víctimas a los prisioneros de guerra, que luego se consolidará con los 

Convenios de Ginebra de 1949”19. 

 

 DESPLAZAMIENTO FORZADO: con base en la Ley 1448 de 2011, es víctima 

del desplazamiento forzado toda persona que se ha visto obligada a migrar 

dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o 

actividades económicas habituales, porque su vida, integridad física, 

seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 

                                            
18

 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA. Sentencia C-052-12 (08, febrero, 

2012). M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 

19
 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

SECCIÓN TERCERO. SUBSECCIÓN C. Sentencia 0046 (07, mayo, 2018). C.P. Jaime Orlando 

Santofimio Gamboa. 
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directamente amenazadas, con ocasión a las violaciones a las que se refiere 

el artículo 3 de la Ley 144820 

 

 REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VICTIMAS: es un derecho de toda 

víctima que se garantiza con el cumplimiento de las víctimas de establecer la 

verdad, realizar la vindicación judicial de los responsables, adoptar las 

medidas de reparación restaurativa o indemnizatorias del caso y, por último 

dar garantías de no repetición del hecho victimizaste.21 

 

MARCO NORMATIVO 

 

Sentencia T556/15: acción de tutela contra la unidad administrativa para la 

atención y reparación integral a las víctimas-la UARIV vulneró los derechos 

fundamentales al mínimo vital y vida digna de los accionantes al negar su inclusión 

en el registro único de víctimas. 

 

Ley 1448/2011: Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 

 

Directiva 015 - 2016: por la cual el gobierno reconoce el crecimiento de las Bandas 

Criminales (Bacrim), y las reclasifica en Grupos Delictivos Organizados (GDO) y 

Grupos Armados Organizados (GAO). 

 
                                            
20

 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1448 (10, junio, 2011). “Por la cual se dictan 

medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y 

se dictan otras disposiciones.”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011 No. 48.096. 

21
 MARINONI, Luiz Guilherme. Justicia de transición en Colombia y medidas innominadas de 

aseguramento de la tutela resarcitoria de las víctimas: entre memoria, verdad y tutela jurisdiccional 

efectiva. En: BEJARANO GUZMÁN, Ramiro, MORENO CRUZ, Pablo y RODRÍGURZ MEJÍA, 

Marcera (editores). Reconciliación y Derecho Procesal. Bogotá, D.C.: Instituto Colombiano de 

Derecho Procesal, International Association of Precedural Law y Universidad Externado de 

Colombia, 2016. Pág. 414 a 437. 
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Sentencia T-834/14: estableció de manera enfática, como consecuencia de 

reiteradas violaciones de género, el carácter de las mujeres desplazadas como 

sujetos de protección constitucional reforzada, por mandato de la Constitución 

Política y de las obligaciones internacionales del Estado colombiano en materia de 

Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario. Las mujeres en 

condición de desplazamiento deben ser objeto de un trato diferencial positivo y 

preferente, lo que conlleva que las autoridades tengan el deber de garantizar a 

este grupo poblacional el más elevado socorro y protección, hasta tanto se 

compruebe su autosuficiencia integral en condiciones de dignidad. 
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6. METODOLOGÍA 

Con esta monografía se buscó analizar la operatividad, la eficacia, los principios y 

normas en Colombia respecto a las Bacrim; el enfoque se desenvolvió en el 

ámbito socio jurídico puesto que este nos ofreció un campo abierto de 

investigación, en el que se abarcaron estudios convencionales, sobre los 

fenómenos socioculturales. Sus pautas esencialmente se basaron en recaudos 

bibliográficos mediante el uso de métodos cualitativos sobre la experiencia de 

habitantes de zonas marginadas de las ciudades o zonas rurales, además se 

recopilo información en artículos de revistas socio políticas y el análisis de 

conceptos que se enfocaron en lo referido en esta monografía, lo cual nos  arrojó 

información importante para la elaboración de este documento.
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7. PROTECCIÓN LEGAL DEL DERECHO A LA REPARACIÓN DE VÍCTIMAS 

DE LAS BACRIM 

CONCEPTOS Y DEFINICIONES 

 

La sociedad colombiana es una de las más desiguales de América Latina*, lo cual 

se ve reflejado en el tratamiento que el Estado da a los diferentes grupos sociales. 

Un ejemplo de esto es la reforma agraria: mientras a los propietarios de los 

grandes capitales se les garantiza el mentado paradigma de la seguridad jurídica 

para que se conviertan en latifundistas22 y las reformas judiciales protegen sus 

intereses23, por otro lado, a los campesinos se les incumple el punto de tierras en 

el Acuerdo Final y a la vez las reformas judiciales derogan los ya de por sí 

inoperantes procedimientos agrarios24.  

 

Así, como la gran mayoría de las víctimas del paramilitarismo son de escasos 

recursos económicos25, el Estado colombiano desconoció en buena medida sus 

obligaciones constitucionales e internacionales con el reconocimiento y protección 

                                            
*
 Según la CEPAL, en su informe de 2019 sobre el Panorama Social de América Latina, el índice 

de desigualdad es de 0,493 lo cual se traduce que dentro de los 15 países estudiados Colombia 

sólo es superado por Brasil. 

22
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1955 (25, mayo, 2019). “Por el cual se 

expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. „Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad‟”. 

Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2019. No. No. 50.964, artículo 7°. 

23
 Rueda Fonseca, María del Socorro.  Uniandes - Régimen de competencia - María del Socorro 

Rueda Fonseca [Archivo de video]. Estados Unidos: YouTube: 18 de febrero de 2013. Disponible 

en: https://www.youtube.com/watch?v=78Ob521Ah4U 

24
 BEJARANO GUZMÁN, Ramiro. Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos. Novena edición. 

Bogotá, D.C.: Editorial Temis S.A., 2019. Pág. 5. 

25
 OCHOA DÍAZ, Diana y ORJUELA ORTÍZ, Marcela. El desplazamiento forzado y la pobreza de la 

mujer colombiana. En: Entramado. Vol. 9, No. 1 (2013). [Consultado el 17 de diciembre de 2019]. 

Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/entra/v9n1/v9n1a05.pdf 
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de los derechos de estas víctimas durante el proceso de desmovilización con los 

grupos ilegales que conformaron las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)26 y 

que terminó con la Ley 975 de 2005 también conocida como Ley de Justicia y 

Paz27 

 

El surgimiento se da debido a que varios de los ex integrantes de este grupo 

decidieron rearmarse, trayendo consigo una oleada de delincuencia común. Según 

lo manifestado por la Organización de Estados Americanos (OEA), esta estructura 

se generó gracias a los efectos del narcotráfico, se expandieron a lo largo del 

territorio colombiano dividiéndose en los grupos conocidos como:  las Águilas 

Negras, los Rastrojos, nueva generación, los traquetos, los paisas, bloque nevada, 

entre otros28.  

 

Por consiguiente, es necesario establecer la reparación por el daño causado a las 

personas afectadas con la comisión de conductas delictuales por parte de los 

grupos denominados BACRIM. Como quiera que éste fenómeno de las BACRIM 

ha sido fuente generadora de nuevas violencias y por lo tanto de nuevas víctimas, 

resulta necesario examinar el concepto de derechos de las víctimas y diversos 

elementos que los componentes como los son el derecho a la verdad, a la justicia, 

a la reparación integral y a las garantías de no repetición, los cuales han tenido el 

siguiente tratamiento legal, doctrinal y jurisprudencial: 

                                            
26

 BOTERO MARINO, Catalina y RESTREPO SALDARRIAGA, Esteban. Estándares 

internacionales y procesos de transición en Colombia. En: UPRIMNY YEPES, Rodrigo, SAFFÓN 

SANÍN, María Paula, BOTERO MARINO, Catalina y RESTREPO SALDARRIAGA, Esteban. 

¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación para Colombia. Pág. 50. 

27
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 975 (25, julio, 2005). “Por la cual se dictan 

disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de 

la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 

disposiciones para acuerdos humanitarios”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2019. No. No. 45.980. 

28
 PERICO ARANZAZU, Liliana María. El Estado colombiano y las bandas criminales. Ciencia y 

Poder Aéreo. 2017 [citado 13 dic 2019]; 11 (1). Disponible en: 

https://publicacionesfac.com/index.php/cienciaypoderaereo/article/view/496/698 
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DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

 

Los derechos de las víctimas han estado fuertemente impactados por los diseños 

institucionales propios de los distintos órdenes jurídicos, en particular, a los 

sistemas de responsabilidad penal y de responsabilidad extracontractual del 

Estado29. Por lo que nos sugiere un gran reto ahondar en los derechos de las 

víctimas, pues puede resultar dificultoso abarcarlos a profundidad, debido a que 

son acreedores de un sin número de leyes e instrumentos internacionales 

aplicables. 

 

Se debe destacar al menos dos vertientes centrales del debate internacional, en lo 

que tiene que ver con los derechos de las víctimas: 

 

i) A los derechos de las víctimas de hechos considerados como 
delictivos en el derecho nacional o internacional (víctimas del delito) y, 
por el otro, ii) a los de aquellas personas que han sufrido un daño como 
consecuencia del incumplimiento de una obligación derivada del 
derecho internacional de los derechos humanos o del derecho 
humanitario, incluso si dicha obligación no está reconocida en el 
derecho nacional (víctimas de violaciones de derechos humanos)30. 

 

En el caso que nos ocupa, nos centraremos en las victimas de delito; es decir, de 

aquellas personas que han sido perjudicadas por las BACRIM con la comisión de 

un hecho punible, dentro del conflicto armado interno de nuestro país. 

 

                                            
29

 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Compendio de derecho administrativo. Bogotá, D.C.: 

Universidad Externando de Colombia. Pág. 871. 

30
MEDELLÍN URQUIADA, Ximena. Digesto de jurisprudencia latinoamericana sobre los derechos 

de las víctimas [Libro en línea]. Fundación para el Debido Proceso. Washington D.C., 2014. 

[Consultado el 20 de diciembre de 2019]. Disponible 

en:http://www.dplf.org/sites/default/files/digesto_de_jurisprudencia_latinoamericana_sobre_derecho

s_de_las_victimas.pdf  

http://www.dplf.org/sites/default/files/digesto_de_jurisprudencia_latinoamericana_sobre_derechos_de_las_victimas.pdf
http://www.dplf.org/sites/default/files/digesto_de_jurisprudencia_latinoamericana_sobre_derechos_de_las_victimas.pdf
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Cabe señalar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido la 

necesidad de proteger y garantizar los derechos de las víctimas, más aún en 

afinidad con el sin número de instrumentos internacionales donde se afirma que 

las víctimas tienen derecho a la verdad, a la justicia, la reparación y la garantía de 

no repetición.31   

 

EL DERECHO A LA VERDAD 

 

Mario Gómez32, explica que el derecho a la verdad se ha considerado de vital 

importancia para el conglomerado social, debido a que con él se puede contribuir 

a la pronta recuperación de la población que se ha visto afectada por la violencia. 

Entendiéndose que la verdad es estimulante, pues el hecho de saber y tratar de 

deducir lo que sucedió, es una parte esencial que se puede dilucidar con el 

restablecimiento de la dignidad, que las víctimas han perdido debido a estos 

acontecimientos. Es decir que, a pesar de las circunstancias y la realidad a la que 

se enfrentó esta sociedad, se logró erigir memoria en honor a la lucha contra el 

olvido y así descubrir que el reconocimiento de la verdad, sería el primer paso 

para evitar que estas transgresiones se vuelvan a repetir. 

 
En el caso del derecho de la verdad de víctimas de delito se puede llegar a la 

verdad a través de investigaciones judiciales; por medio de audiencias públicas en 

las que participan las víctimas y la comunidad, para así descubrir qué pasó y la 

identificación de los responsables. 

 

EL DERECHO A LA JUSTICIA 

                                            

31 GÓMEZ JIMÉNEZ, Mario. El derecho a la verdad de las víctimas y de la sociedad en relación 

con los hechos vulneradores de los derechos humanos y de los preceptos del Derecho 

Internacional Humanitario [Libro en línea]. Bogotá, D.C.: Fondo de las Naciones Unidas para la 

Infancia (UNICEF), 2015. [citado el día 20 diciembre de 2019] Disponible en: 

https://unicef.org.co/informes/el-derecho-la-verdad-de-las-victimas-y-de-la-sociedad 

32
 Ibídem. 

https://unicef.org.co/informes/el-derecho-la-verdad-de-las-victimas-y-de-la-sociedad
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La Constitución colombiana en su artículo 229 reconoce el derecho a la justicia, 

donde afirma que se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 

administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de un abogado33. 

 

De acuerdo con la Comisión Colombiana de Juristas34, el derecho de acceso a la 

justicia muestra dos dimensiones: una de rango formal y otra de rango material. La 

dimensión formal del derecho no implica solamente su reconocimiento y 

estipulación en instrumentos legales y la enunciación de recursos que posibilitan 

su ejercicio, sino que Estado asuma las obligaciones correlativas correspondientes 

para que la eficacia del derecho sea posible. En la dimensión material del derecho, 

se busca lograr justicia; llegar a un veredicto como mecanismo de terminación 

normal del proceso, es decir, ―obtener una sentencia justa. 

 

Para el presente trabajo se tendrá en cuenta la justicia desde la dimensión 

material. En otras palabras, el derecho a que se haga justicia o mejor, el derecho a 

que no haya impunidad. Este derecho incorpora una serie de garantías para las 

víctimas de los delitos que se derivan de unos correlativos deberes para las 

autoridades, que pueden sistematizarse así: (i) el deber del Estado de investigar y 

sancionar adecuadamente a los autores y partícipes de los delitos; (ii) el derecho 

de las víctimas a un recurso judicial efectivo; (iii) el deber de respetar en todos los 

juicios las reglas del debido proceso.35 

 

                                            
33

 ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Lecciones de Derecho Procesal. Tomo 1: Teoría del Proceso. 

Bogotá, D.C.: 2017. Pág. 214 y sgtes. 

34
 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Informe sobre el derecho de acceso a la justicia 

de las víctimas del desplazamiento forzado. [Libro en línea]. Bogotá, D.C.: Comisión Colombiana 

de Juristas, 2010. [citado el día 20 diciembre de 2019] Disponible en: 

https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/inf_2010_n5.pdf 

35
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA. Sentencia C-454-06 (07, junio, 2006). 

M.P. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO  

https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/inf_2010_n5.pdf
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce no solo la 

obligación estatal, sino el derecho individual al acceso a la justicia. El cual implica 

tanto el derecho a contar con recursos sencillos, adecuados y efectivos para la 

protección de los derechos ante (posibles) violaciones, así como el derecho a 

acudir ante los tribunales nacionales para la determinación de cualquier derecho u 

obligación36 

 

Se ha sostenido, por parte de la jurisprudencia internacional, que el derecho a 

acceder a la justicia implica la potestad de acudir a los tribunales independientes e 

imparciales37, a fin de obtener una decisión fundada y motivada, así como el 

esclarecimiento de los hechos delictivos y/o violatorios38, dentro de un plazo 

razonable. Sobre este último punto es importante destacar que, la razonabilidad 

de la duración del procedimiento debe determinarse teniendo en cuenta no solo la 

sustanciación de los recursos mismos, incluidas todas sus instancias, sino la 

duración de las investigaciones o de la etapa de ejecución de los fallos39. 

 

EL DERECHO A LA REPARACIÓN 

 

                                            
36

 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 16 (30, diciembre, 1972). “por medio de la 

cual se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa 

Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969.”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 

1973 No. 33780. 5. Arts. 8 y 21 

37
 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos 

y otros) vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 

de agosto de 2013. Serie C No. 268, párrs.143 y ss 

38
 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso García Lucero y otras vs. Chile. Excepción 

Preliminar, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 267, párr. 121 

y ss 

39
 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso García Lucero y otras vs. Chile. 

Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 

267, párrs. 124-127 
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Según Juliana Nanclares Márquez y Ariel Humberto Gómez Gómez por la 

Restitutio ad integrum consiste en: 

  

Reparar es volver las cosas al estado anterior, es decir, ubicar al perjudicado 
en la situación anterior o más próxima, previa al acaecimiento del daño; este 
argumento se concreta en el deber de resarcir impuesto al responsable de 
un daño causado contra derecho, el cual se encamina a la reintegración del 
interés lesionado. Como puntos de encuentro, y para el análisis objeto de 
este escrito, se observa que la reparación surge de un vínculo obligacional 
que se origina del acaecimiento de un daño que le es imputable a quien es 
encontrado responsable40. 

 

Con el fin de cumplir lo anterior, es necesario de la presencia y esfuerzo del 

Estado para enmendar el daño causado a las víctimas, de las cuales se 

desprende otros derechos y garantías, como lo son: la verdad, la justicia, la 

reparación económica y simbólica y las medidas de no repetición, como un todo 

que permite la reincorporación de las víctimas como ciudadanos a la sociedad. 

Ese tipo de reparaciones pueden tener una función restaurativa, compensatoria o 

transformadora41.  

 

LAS GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN 

 

Según la Unidad de Victimas42, la garantía de no repetición es uno de los 

derechos de los que se hacen acreedores las víctimas del conflicto armado, 

                                            
40

 NANCARES MÁRQUEZ, Juliana y GÓMEZ GÓMEZ, Ariel Humberto. La reparación: una 

aproximación a su historia, presente y prospectivas. En: Civilizar Ciencias Sociales y Humanas 

[Revista académica en línea]. Vol. 17, no. 33 (2017). [Consultado 16, febrero, 2020] 

41
 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. Volviendo al Futuro: Academia y activismo social [archivo de vídeo]. 

Estados Unidos: Youtube; 24, marzo, 2015. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=2-

jhWsOk2jY&t=1s 

42
 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y LA REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS.COMISIÓN 

COLOMBIANA DE JURISTAS. Garantías de no repetición [en línea] Bogotá, D.C.: Unidad para la 

Atención y la Reparación Integral de las Víctimas, s.f. [citado el día 28 diciembre de 2019]. 

Disponible en: https://www.unidadvictimas.gov.co/es/ruta-integral-individual/garantias-de-no-

repeticion/173 
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debido a que con este se busca de alguna manera reparar los daños causados por 

dicha violencia y ayudar a superarlos. 

 

Las garantías de no repetición se enfocan en dos dimensiones: una es preventiva 

en donde, como su nombre lo indica, se busca prevenir la violación de los 

derechos humanos y que no se infrinja el derecho internacional humanitario, 

posibilitando la prevención de riesgos futuros. otra de las dos dimensiones es 

reparadora, cuya función es mitigar los daños a los derechos humanos y al 

derecho internacional humanitario a través de acciones de carácter político, 

institucional, económico y social, como lo son la socialización de la verdad judicial, 

eliminación de patrones culturales, la pedagogía social enfocada en derechos 

humanos, entre otras que benefician a la comunidad en general.43 

 

Con la garantía de la no repetición se está asegurando el fortalecimiento de una 

democracia y una paz que por mucho tiempo han buscado incansablemente estas 

víctimas. 

 

Esta garantía tiene su razón de ser a través de la Unidad de Víctimas*, la cual es 

la encargada por mandato de ley a crear estrategias que con su aplicación efectiva 

logren eliminar las causas de violaciones a los derechos humanos; se identifique 

la necesidad de transformar determinadas políticas institucionales y culturales con 

miras al futuro; se tenga en enfoque a la reconciliación entre las víctimas, el 

estado, el territorio, la democracia, entre otras que son necesarias para dar la 

satisfacción de cumplimiento con una comunidad que ha sido maltratada, física y 

psicológicamente por sujetos que decidieron continuar con el alza de armas, 

afectando inocentes que no tienen la culpa de las diferencias que estos grupos 

insurgentes tiene con un gobierno determinado. 

 

                                            
43

 Ibídem. 

*
 La Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas – UARIV fue creada por 

mandato del artículo 166 de la Ley de Víctimas (Ley 1448 de 2011). 
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OBLIGACIONES ESTATALES FRENTE A LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

 

Más que una obligación es un deber propio de la naturaleza del Estado con la 

población que ha sido víctima del conflicto armado interno, garantizándoles el 

derecho a la vida, la integridad personal, la seguridad y a una estabilidad 

emocional para que así se pueda complementar con las garantías sociales y 

económicas que estos en su momento perdieron debido al conflicto. Todas las 

víctimas acuden a la justicia buscando que se les brinde medidas de protección 

necesarias que de alguna manera garanticen la no repetición44. Estas 

pretensiones deben ser atendidas por las entidades que han sido delegadas para 

investigar, juzgar y sancionar estos actos que han provocado desplazamientos 

forzados, muertes violentas y han incrementado la violencia en todo el país.  

La investigación es una de las herramientas que contribuyen a esclarecer los 

hechos que afectaron de manera directa o indirecta a las víctimas; la sanción por 

parte del Estado se establece para aquellos grupos armados al margen de la ley o 

BACRIM, que cometieron crímenes en forma masiva, siendo condenados de 

acuerdo a la proporción del delito cometido, permitiendo así que las victimas 

tengan una reparación moral y material, además de una memoria histórica con la 

que se genere conciencia social en todo el territorio. La obligación de juzgar se 

desprende de la investigación que llevan a cabo previamente los entes 

encargados, que diligentemente llegan a la determinación de quién es culpable de 

la violación de estos derechos45. 

 

                                            
44

 AMADOR DEVIA, Jhonatan Fernando: BECERRA POSSU, Daniela; CASILIMAS RAMIREZ, 

Leidy Vanessa. Componentes democráticos de la justicia transicional sobre los estándares 

convencionales de los derechos de las víctimas. Revista de Derecho Procesal Contemporáneo – 

ICDP. No. 4, Enero – Junio de 2016. Bogotá: Instituto Colombiano de Derecho Procesal. pp. 148-

181. 

45
 MEDELLÍN URQUIADA, Ximena. Óp. cit.  
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Abordar el tema de reparación de las víctimas de bandas criminales como titulares 

de derechos fundamentales que deben ser amparados por normas internacionales 

y nacionales, va más allá de sentencias condenatorias en contra de las bandas 

criminales. 

 

En tal sentido, resulta imprescindible seguir avanzando en una legislación 

encaminada a reivindicar los derechos de las víctimas de bandas criminales, tales 

como la reparación y que brinde garantías de protección dentro del ordenamiento 

jurídico nacional, a la luz del marco internacional y también los fallos emanados 

por las altas cortes. 

 

De esta forma, la Constitución Política se convierte en garante de velar por el 

cumplimiento de aquellos preceptos en el orden interno46. Así las cosas y para 

continuar en el camino que nos introduzca a la reparación de las víctimas de 

bandas criminales, señalaremos el marco normativo en el orden internacional y 

nacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                            
46

 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-025-04 

(22, enero, 2004). M.P. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 
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8. MARCO NORMATIVO DE LA REPARACIÓN DE VICTIMAS DE BACRIM EN 

COLOMBIA 

INSTRUMENTOS DEL ORDEN INTERNACIONAL 

Para abordar el Marco Normativo Internacional, es preciso hacer referencia a los 

principales instrumentos de los que se desprende la obligación de reparar, 

estableceremos los más importantes en el ámbito internacional. 

 

Como nos ilustra Delgado47, existe una gran cantidad de instrumentos 

internacionales que tratan acerca de la reparación de víctimas, como: 

 

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS* 

Dispuso en el Artículo 8° la garantía del recurso efectivo, que debe ser entendida 

con sus dos acepciones: una en cuanto al acceso a la justicia, la prevención y 

pacificación. La otra como el carácter coercitivo mediante el cual se busca la 

reparación del individuo a través de los Tribunales pertinentes para el 

cumplimiento de dicho fin.”48 

  

                                            
47

 DELGADO RAMOS, Camilo. En: La obligación de reparar a las víctimas de violaciones graves 

de los DDHH en la práctica de los Comités de las Naciones Unidas establecidos en Tratados 

Internacionales de Derechos Humanos. Pág. 13 

48
 DELGADO RAMOS. Óp. Cit. 
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PACTO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS49 

Integra a sus disposiciones la referencia a la garantía del recurso efectivo, estipula 

el derecho que tienen las víctimas a ser reparadas en los casos relacionados con 

detención ilegal (Artículo 9.5) y revocación ulterior de una sentencia condenatoria 

o indulto, por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de 

la comisión de un error judicial (Artículo14.6).”50 

 

CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS 

CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES51  

 

Reconoce el derecho al recurso efectivo (Artículo 13) y en el artículo 14.1 hace 

referencia expresa al derecho de las víctimas a obtener una reparación, este 

señala que se debe garantizar a las víctimas de tortura el derecho a la reparación, 

indemnización justa y adecuada y rehabilitación en todas las dimensiones; en el 

caso de muerte, la indemnización para los familiares.”52 

 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE TODAS LAS 

PERSONAS CONTRA LAS DESAPARICIONES FORZADAS53 

                                            
49

 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 74 (26, diciembre, 1968). “por la cual se 

aprueban los "Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 

Derechos Civiles y Políticos, así como el Protocolo Facultativo de este último, aprobados por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en votación unánime, en Nueva York, el 16 de 

diciembre de 1968”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1968. No. 32682. 

50
DELGADO RAMOS. Óp. Cit. 

51
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 16 (5, febrero, 1972). por medio de la cual 

se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa 

Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969". Diario Oficial. Bogotá, D.C., 

1972. No. 33780. 

52
 DELGADO RAMOS. Óp. Cit. 

53
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1418 (1°, diciembre, 2010). “Por medio de la 

cual se aprueba la „Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 
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Reconoce el derecho al recurso efectivo (Artículo 13) y en el artículo 14.1 hace 

referencia expresa al derecho de las víctimas a obtener una reparación, este 

señala que se debe garantizar a las víctimas de tortura el derecho a la reparación, 

indemnización justa y adecuada y rehabilitación en todas las dimensiones; en el 

caso de muerte, la indemnización para los familiares.”54 

 

CONVENCIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS HUMANOS55 

En su Artículo 24.4 y 24.5 dispone que “los Estados Partes velarán porque su 

sistema legal garantice a la víctima de una desaparición forzada, el derecho a la 

reparación y a una indemnización rápida, justa y adecuada”56 

 

Así mismo, deberá ser tenida en cuenta la Resolución 60/147 aprobada por la 

Asamblea General de las naciones unidas el 16 de diciembre de 2005, en la que 

se aprueban los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 

de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos 

y obtener reparaciones, donde se indica que: 

 

La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño 

sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas 

internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones 

u omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas 

                                                                                                                                     

Desapariciones Forzadas‟, adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006”. Diario Oficial. 

Bogotá, D.C., 2010. No. 47.910. 

54
 DELGADO RAMOS. Óp. Cit. 

55
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1418 (1°, diciembre, 2010). “Por medio de la 

cual se aprueba la „Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas‟, adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006”. Diario Oficial. 

Bogotá, D.C., 2010. No. 47.910. 

56
 DELGADO RAMOS, Óp. Cit. 
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de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones graves del 

derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una persona física o 

jurídica u otra entidad están obligada a dar reparación a una víctima, la parte 

responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste 

hubiera ya dado reparación a la víctima57. 

 

Además de establecernos como ha de ser la reparación, esta resolución58 trae 

consigo las indicaciones sobre cómo se  debe hacer la reparación, las cuales 

son: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición. 

 

En cuanto a la restitución, es el devolver a la víctima al estado anterior en que 

se encontraba antes de la violación; la indemnización tiene que ver con lo 

económico, donde se evalúan los perjuicios causados a la víctima y cómo han 

de tazarse; la satisfacción incluye la totalidad o parte de las medidas eficaces 

para conseguir que no continúen las violaciones; la rehabilitación incluirá la 

atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y sociales59. 

 

Como podemos apreciar, en el área internacional existe gran variedad de 

disposiciones sobre el tema de reparación a las víctimas y cómo es su proceder 

para la realización de una reparación integral. 

 

                                            
57

 la Resolución 60/147 de la Asamblea General “Principios y directrices básicos sobre el derecho 

de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 

reparaciones”, disponible en : 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/remedyandreparation.aspx 

58
 la Resolución 60/147 de la Asamblea General 

59
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 16 (30, diciembre, 1972). “por medio de la 

cual se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa 

Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 

1973. No. 33.780. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/remedyandreparation.aspx
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NORMATIVIDAD EN EL ORDEN INTERNO 

En este orden de ideas podemos referir las siguientes leyes: 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA60 

 

La Constitución Política de Colombia establece como fines del estado “garantizar 

la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución” (art. 2°), por tanto, la reparación a las víctimas del conflicto armado 

interno colombiano es una inapelable obligación del Estado, responsable del deber 

de protección y respeto de los derechos humanos. 

 

Ahora bien, en ese sentido el legislador ha estado gestionando una serie de 

normas encaminadas a reconocer el derecho a la reparación integral de las 

víctimas del conflicto armado, las cuales facilitan la adopción de políticas públicas, 

en pro de garantizar la reparación integral a víctimas como titulares de derechos. 

 

Ley 906 de 200461 

Por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal, que en el capítulo IV 

regula lo concerniente al ejercicio del incidente de reparación integral.  

 

                                            
60

 COLOMBIA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Constitución Política de Colombia. 

Gaceta Constitucional. Bogotá, D.C., 1991. No. 127. 

61
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 906 (31, agosto, 2004). “por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Penal”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2004. No. 45.658. 
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Ley 975 de 200562 

Por medio de la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros 

de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 

efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para 

acuerdos humanitarios. El cual en los artículos 1 y 4 cita lo siguiente: 

 

Artículo 1: la presente ley tiene por objeto facilitar los procesos de paz y la 

reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos 

armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 

verdad, la justicia y la reparación. 

 

Artículo 4: el proceso de reconciliación nacional al que dé lugar la presente ley, 

deberá promover, en todo caso, el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y 

la reparación, además, respetar el derecho al debido proceso y las garantías 

judiciales de los procesados. 

 

Ley 1448 de 201163 

Por medio de la que se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
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 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 975 (31, agosto, 2004). “por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Penal”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2004. No. 45.980. 

63
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1448 (10, junio, 2011) “por la cual se dictan 

medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y 

se dictan otras disposiciones.”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 48.096. 
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Decreto Ley 4633 de 201164 

Por la cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de 

restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los Pueblos y 

Comunidades indígenas.  

Decreto Ley 4634 de 201165 

Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y 

restitución de tierras a las víctimas pertenecientes al pueblo Rom o Gitano. 

  

Decreto Ley 4635 de 201166 

Por el que se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de 

restitución de tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras. 

 

Decreto 4800 de 201167 

Por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones. 

                                            
64

 COLOMBIA. PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Decreto Ley 4633 (09, diciembre, 2011) “por 

medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de 

derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas”. Diario 

Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 48.278. 

65
 COLOMBIA. PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Decreto Ley 4634 (09, diciembre, 2011) “por el 

cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a las 

víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano”. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 48.278. 
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Oficial. Bogotá, D.C., 2011. No. 48.278. 
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Sentencia C-753 de 201368 

En el cual la Corte Constitucional se manifiesta acerca de la reparación de 

víctimas, su alcance y los modelos de reparación judicial y la reparación 

administrativa 

 

Sentencia T-834 de 201469 

Donde la Corte ordena al Estado reparar a las víctimas de las Bacrim e incluir en 

la Ley de Víctimas a todas las victimas de bandas criminales. Es decir, estas 

deberán tener los mismos beneficios que los afectados por las FARC o los 

paramilitares 

 

Sentencia T-556 de 201570 

La cual establece: 

“Lograr la reparación integral de las víctimas de la violencia, en un contexto histórico 

marcado por la existencia de conductas que han lesionado intensamente la dignidad 

de millones de colombianos, es uno de los principales retos que actualmente 

enfrenta el Estado. La capacidad institucional para asumir el conocimiento de los 

casos, los problemas probatorios asociados a la demostración de cada hecho 

victimizante, la magnitud del daño y el nexo causal entre el primero y el segundo y la 

necesidad de avanzar progresivamente en la superación de los hechos más 

                                            
68

 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA. Sentencia C-753/13 (30, octubre, 

2013). M.P. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. 

69
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA QUINTA DE REVISIÓN. Sentencia T-834/14 

(11, noviembre, 2014). M.P. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 

70
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PRIMERA DE REVISIÓN. Sentencia T-556/15 

(27, agosto, 2015)., 
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dramáticos del conflicto armado colombiano, han llevado al Estado a prever dos vías 

principales de reparación a las víctimas.”71 

 

PANORAMA DE LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO 

ARMADO COLOMBIANO 

 

Respecto al tema de reparación es importante resaltar el concepto del Carlos 

Martín Beristain, quien hace referencia a: “la reparación debe entenderse como el 

conjunto de medidas dirigidas a restituir derechos y procurar mejorar la situación 

de las víctimas, así como promover reformas políticas a nivel estatal que impidan 

la repetición de violaciones de derechos humanos.”72  

 

Por lo anterior, podemos aseverar que se requiere de compromiso por parte del 

Estado para dar cumplimiento a las reparaciones; además, es factible que algunas 

de las medidas no restituyan absolutamente los daños causados*, por lo que el 

Estado debe generar mayor esfuerzo para cumplir con las demás medidas que 

hacen parte integral de la reparación, como lo son la satisfacción y garantía de no 

repetición.  

 

Entonces, podemos decir que la reparación para las víctimas, es prueba indudable 

del esfuerzo del Estado para remediar el daño causado y establecer una 

obligación que forjen las acciones destinadas a que estas continúen activas en la 

sociedad.  

 

                                            
71

 Ibídem. 

72
 MARTÍN BERISTAIN, Carlos. Diálogos sobre la reparación. Experiencias en el sistema 

interamericano de derechos humanos. Tomo 2. San José (Costa Rica): Instituto Interamericano de 

Derechos Humanos, 2008. Pág. 11. 

*
 Cfr. ARCE, Juan Pablo y MORENO, María Isabel. Estándares internacionales en materia de 

reparación integral. Su devenir ejecución en el conflicto colombiano. En: Revista Ciencias 

Humanas [Internet]. Vol 10. (junio-diciembre de 2013) [consultado en 21 de enero de 2020]. 

Disponible en: https://revistas.usb.edu.co/index.php/CienciasHumanas/article/download/1736/1508/ 
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En este sentido manifiesta el Beristaín “Por tanto, la reparación debería ser la 

manifestación más visible de los esfuerzos del Estado por remediar el daño que 

han sufrido las víctimas. Además, es la oportunidad que tiene el Estado para 

integrar a las víctimas en la sociedad, así como, de prevenir nuevas violaciones en 

el futuro. Por ello la reparación debe ser entendida como un cambio en la relación 

del Estado con las víctimas de violaciones de derechos humanos, basada en el 

respeto a sus derechos, su dignidad como personas y el compromiso en su 

apoyo.”73 

 

En el ámbito internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

establecido las cinco dimensiones acerca de la reparación integral; así mismo en 

nuestro ordenamiento jurídico se adoptaron dichos mecanismos desarrollados a 

través de La Ley 1448 del 2011, trayendo a colación el artículo 25 que reza lo 

siguiente: "la reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

individual colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 

implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus 

derechos y las características del hecho victimizante" 

 

Para entender la dimensión de la reparación integral, es acertado hacer un 

recuento de las cinco dimensiones formuladas por la Corte Interamericana   

 

MEDIDA DE RESTITUCIÓN 

Estas medidas implican el restablecimiento hasta donde sea posible de la 

situación que existía antes de que ocurriera la violación. La restitución como forma 

de reparación contempla medidas como: a) el restablecimiento de la libertad de 

personas detenidas ilegalmente; b) la devolución de bienes confiscados 

ilegalmente; c) el regreso al lugar de residencia del cual la víctima fue desplazada; 

d) el reintegro al empleo; e) la anulación de antecedentes judiciales, 

                                            
73

 MARTÍN BERISTAIN, Carlos. Óp. Cit. Pág. 35. 
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administrativos, penales o policiales y cancelación de los registros 

correspondientes y f) la devolución, demarcación y titulación del territorio 

tradicional de las comunidades indígenas para proteger su propiedad comunal.74 

 

Según la misma Corte, este tipo de medida no es la única, toda vez que en 

diversos casos este mecanismo resulta inadecuado e imposible de aplicar, como 

se puede dilucidar en la sentencia caso Aloeboetoe y otros contra Surinam, del 10 

de septiembre de 1993, donde refiere que: “ (...) obligar al autor de un hecho a 

borrar todas las consecuencias que su acto causó es enteramente imposible 

porque su acción tuvo efectos que se multiplicaron de modo inconmensurable"75 

 

MEDIDA DE REHABILITACIÓN 

“Son aquellas medidas destinadas a brindar atención médica y psicológica 

necesaria para atender las necesidades de salud física y psíquica de las víctimas, 

lo que deben hacer de forma gratuita e inmediata, incluyendo la provisión de 

medicamentos.”76 

 

Carlos Martín Beristaín77 expone que la atención en salud, en términos generales 

y específicos, forma parte de las medidas de rehabilitación de las víctimas, puesto 

que la atención psicosocial forma parte fundamental de dicha rehabilitación, pues 

permite a la víctima superar dificultades en su salud física, psicológica y espiritual, 

permitiendo una mejora en la calidad de vida y facilitando la reintegración familiar 

y social.   

                                            
74

 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Informe Anual de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, 2010. OEA. San José de Costa Rica. Págs. 10 y 11. Disponible en 

http://www.corteidh.or.cr/docs/informes/2010_esp.pdf 

75
 Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros contra Surinam, reparaciones y costas, Sentencia de 10 de 

septiembre de 1993, párr. 49. 

76
 Ibídem. 

77
 BERISTAIN, Carlos Martin, diálogos sobre la reparación, instituto interamericano de derechos 

humanos, p.283. 
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MEDIDAS DE SATISFACCIÓN 

Para Lilia Hernández, estas medidas:  
 

son aquellas dirigidas a reparar el daño material. Incluyen las principales 
formas no patrimoniales de reparación y son entre otras: a) un acto público 
de reconocimiento de responsabilidad y de desagravio a la memoria de las 
víctimas; b) la publicación o difusión de la sentencia de la Corte; c) medidas 
en conmemoración de las víctimas o de los hechos; d) el deber de 
determinar el paradero de la víctima o identificar y entregar sus restos 
mortales y e) otras medidas de satisfacción a favor de las víctimas, como la 
concesión de becas de estudio, programas de capacitación o formación 
profesional, implementación de programas habitacionales y facilidades de 
acceso a créditos socioeconómicos.78 

 

     GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN  

“se refieren a un conjunto de medidas que van desde los cambios 
legislativos, la implementación de procedimientos administrativos, los 
cambios institucionales, la puesta en marcha de mecanismos de control o la 
formación de funcionarios en el campo de los derechos humanos o 
protocolos internacionales. Requieren, por tanto, cambios estructurales o de 
forma en el funcionamiento del Estado e implican, la mayoría de las veces, a 
los poderes ejecutivo, judicial o legislativo.”79 

 

Según Lilia Hernández80, estas medidas que establece la corte interamericana de 

derechos humanos, tienen en cuenta la capacidad institucional del estado, con el 

fin de evitar que las violaciones vuelvan a ocurrir y se determina. en mayor o 

menor medida, las políticas públicas o reformas que el estado debe realizar. 
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 HERNANDEZ RAMIREZ, Lilia Yaneth, las víctimas de las bandas criminales y su derecho a una 

reparación integral acorde con el derecho internacional. 

79
BERISTAIN, Carlos Martin, diálogos sobre la reparación, instituto interamericano de derechos 

humanos, p.373 

80
 HERNANDEZ RAMIREZ, Lilia Yaneth, las víctimas de las bandas criminales y su derecho a una 

reparación integral acorde con el derecho internacional. 
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LA INDEMNIZACIÓN 

Yurley Arango81, refiere que la indemnización está conformada por los daños 

materiales causados a las víctimas de un caso en particular, entre estos se 

comprenden el daño material (daño emergente, lucro cesante) y el daño 

inmaterial82. La indemnización como una medida de reparación es una de las 

salidas más comunes cuando no se pueden restablecer de manera completa los 

derechos de las víctimas. Esta se ha venido utilizando como una medida general 

para todos los hechos materia de controversia de los derechos humanos. 

 

Según la Corte Interamericana en el Artículo 63* de la Convención Americana de 

Derechos Humanos se establecen dos principios: el primero trata de reparar las 

consecuencias de la medida o situación violatoria y de proveer una “justa 

indemnización” a la parte lesionada, esta debe proveerse en “términos 

suficientemente amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida 

sufrida”83. Según el segundo principio, la indemnización tiene naturaleza 
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 ARANGO, RODRIGUEZ, Yurley Esthefany, la indemnización a las víctimas del conflicto armado 

en Colombia como parte de reparaciones en el marco de procesos de justicia transicional, p 11 

82
 BOTERO ARISTIZABAL, Luis F. El concepto de daño. En: CASTRO DE CIFUENTES, Marcelo 

(Coordinadora). Derecho de las obligaciones con propuesta de modernización. Tomo III. Segunda 

edición. Bogotá, D.C.: Universidad de los Andes y Editorial Temis S.A., 2018. Pág. 43 

*
 Art. 63. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 

conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de 

la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 

indemnización a la parte lesionada. 

83
 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs Honduras, interpretación de la sentencia 

indemnización compensatoria, sentencia de 17 de agosto de 1990, párrafo 27. 
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compensatoria dirigida a la víctima que ha sufrido lesión.84 La indemnización no 

debe ser asumida como multa por los hechos cometidos.85 

 

LA REPARACIÓN ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL 

En criterio de Torres, Ospina y Cruz86 la reparación administrativa contemplada 

por la Ley de Víctimas es una medida de justicia transicional que permite 

satisfacer de forma masiva, si quiera parcialmente los daños causados a raíz de 

las graves violaciones a los derechos humanos con ocasión al conflicto armado. 

Es una medida complementaria al régimen común de responsabilidad 

extracontractual del Estado, como lo establecen los artículos 9° y 10 de la Ley 

1448 de 2011, pues la reparación por esta vía no implica el reconocimiento del 

Estado o de sus agentes de algún tipo de responsabilidad, pero los montos 

pagados si deberán tenerse en cuenta por el juez de lo contencioso administrativo 

a la hora de condenar. 

 

En cuanto a la reparación judicial, es importante mencionar que se enfoca en la 

búsqueda de resarcimiento individual para las víctimas del conflicto armado, 

examinando las circunstancias de cada caso concreto con el fin de alcanzar la 

satisfacción de los estándares en materia de reparación que permita recuperar a 

las víctimas como ciudadanos en desarrollo del principio fundante de la dignidad 

humana como lo establece el artículo 2° de dicha ley87. 
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 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs Honduras, interpretación de la sentencia 

indemnización compensatoria, sentencia de 17 de agosto de 1990, párrafo 27, párrafo 38. 
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derechos humanos, p17 
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 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1448. 10 de junio de 2011. “Por la cual se 

dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno y se dictan otras disposiciones.”. Diario Oficial. Bogotá, D.C. No. 48.096. 

https://www.semana.com/on-line/articulo/las-dos-caras-reparacion-via-judicial-administrativa/86286-3
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Estas dos vías de reparación requieren una articulación para que se permitan 

cumplir con el conjunto los estándares internacionales sobre reparación de las 

víctimas, ya que, armonizando medidas que van desde la indemnización 

administrativa en sumas de dinero, la restitución de los bienes inmuebles, la 

rehabilitación a través de medidas sociales, médicas y psicológicas junto con 

medidas de reparación simbólicas y garantías de no repetición 
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9. SATISFACCIÓN DE LOS ESTÁNDARES DE LA PROTECCIÓN DE LAS 

VÍCTIMAS DE LAS BACRIM 

En jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional, se han planteado una serie 

de reglas y subreglas en materia de víctimas del conflicto del armando en el cual 

ocupa un lugar principal el derecho a la reparación integral que comprende los 

elementos de verdad, justicia, reparación y no repetición. En este sentido, Juan 

Navarrete señala que la reparación integral: 

 

Pretende desarrollar medidas y políticas encaminadas a resarcir los daños 
causados a las víctimas, restituir sus derechos y recuperar su dignidad. 
Significa no solo aliviar el sufrimiento causado a las personas y comunidades 
afectadas por graves violaciones de los derechos humanos, los crímenes de 
lesa humanidad y de guerra, superando algunas de las peores 
consecuencias que provocan, también exige implementar políticas de cambio 
que modifiquen sustancialmente las condiciones de vida de la sociedad. Esto 
implica una acción social transformadora de las condiciones que dieron lugar 
a la ejecución de los crímenes sistemáticos y generalizados88.  

 

En este sentido, sentencia SU 25489 el máximo tribunal de lo contencioso 

constitucional aceptó como fuentes de interpretación las conclusiones que 

estableció la Corte IDH en relación con el derecho de reparación: 

 

 La indemnización debe estar orientada a procurar la restitutio in 

integrum:  lo que significa la víctima debe volver al estado anterior al hecho 

generador del daño. 

 

                                            
88

 Navarrete Monasterio, Juan, Reparación Integral dese los estándares del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos p 11. [Consultado: 28 de septiembre de 2019].  Disponible 

en internet: https://esdeguelibros.edu.co/index.php/editorial/catalog/download/8/5/252-1?inline=1 

89
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-254/2013 (24, abril, 2013). M.P. Luis 

Ernesto Vargas Silva.  

 

https://esdeguelibros.edu.co/index.php/editorial/catalog/download/8/5/252-1?inline=1
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 Ante la imposibilidad de restitución integral debe proceder una “justa 

indemnización” de tipo compensatoria, es decir no trata de una medida de 

justicia reparador sino de una justicia de tipo correctiva en los términos de 

Coleman, que busca anular el daño causado por el hecho ilícito90. 

 

 La indemnización debe contemplar tanto daños materiales como morales: 

es decir patrimoniales (perdida de la oportunidad, daño emergente, lucro 

cesante) y extrapatrimoniales (daño fisiológico, daño en la vida de relación 

y daño moral). 

 

 El daño moral debe contemplar no solo los efectos psíquicos de la 

víctima directa sino en los sufridos por los familiares, cuya reparación 

debe ajustarse a los principios de equidad. 

 

Así mismo, la citada sentencia se establecieron los siguientes parámetros a tener 

en cuenta para la reparación de víctimas91: 

 

 El reconocimiento expreso del derecho a la reparación del daño causado 

que le asiste a las personas que han sido objeto de violaciones de 

derechos humanos y, que, por tanto, este es un derecho internacional y 

constitucional de las víctimas, como en el caso del desplazamiento 

forzado. 

 

                                            
90

 FABRA, ZAMORA, Jorge. Estudio introductorio: Estado del arte de la filosofía de la 

responsabilidad extracontractual. En: BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge 

(editores). La filosofía de la responsabilidad civil extracontractual:  Estudios sobre 

fundamentos filosóficos-jurídicos de la responsabilidad civil extracontractual. Bogotá, D.C. 

(Colombia): Universidad Externado de Colombia, 2013. 

91 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-254/2013 (24, abril, 2013). M.P. Luis 

Ernesto Vargas Silva.  



55 
 

 El derecho a la reparación integral y las medidas que este derecho 

incluyese encuentran regulados por el derecho internacional en todos 

sus aspectos: alcance, naturaleza, modalidades y la determinación de 

los beneficiarios, aspectos que no pueden ser desconocidos y deben ser 

respetados por los Estados obligados 

 

 El derecho a la reparación de las víctimas es integral, en la medida en 

que se deben adoptar distintas medidas determinadas, no solo por la 

justicia distributiva, sino por la justicia restaurativa, en cuanto a la 

dignificación y restauración plena del goce efectivo de los derechos 

fundamentales de las víctimas; 

 

 Las obligaciones de reparación incluyen, en principio y de manera 

preferente, la restitución plena (restitutio in integrum), que hace 

referencia al restablecimiento de la víctima a la situación anterior al 

hecho de la violación, entendida como una situación de garantía de sus 

derechos fundamentales y, dentro de estas medidas se incluye la 

restitución de las tierras usurpadas o despojadas a las víctimas; 

 

 De no ser posible tal restablecimiento pleno es procedente la 

compensación a través de medidas como la indemnización pecuniaria 

por el daño causado; 

 

 La reparación integral incluye, además de la restitución y de la 

compensación, una serie de medidas tales como: la rehabilitación, la 

satisfacción y garantías de no repetición. Así, el derecho a la reparación 

integral supone el derecho a la restitución de los derechos y bienes 

jurídicos y materiales de los cuales ha sido despojada la víctima; la 

indemnización de los perjuicios; la rehabilitación por el daño causado; 

medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de la memoria y de la 

dignidad de las víctimas; así como medidas de no repetición para 
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garantizar que las organizaciones que perpetraron los crímenes 

investigados sean desmontadas y, las estructuras que permitieron su 

comisión removidas, a fin de evitar que las vulneraciones continuas, 

masivas y sistemáticas de derechos se repitan; 

 

 La reparación integral a las víctimas de graves violaciones a los 

derechos humanos tiene tanto una dimensión individual como colectiva; 

 

 En su dimensión individual la reparación incluye medidas como: la 

restitución, la indemnización y la readaptación o rehabilitación; 

 

 En su dimensión colectiva la reparación se obtiene también a través de 

medidas de satisfacción y carácter simbólico o de medidas que se 

proyecten a la comunidad; 

 

 Una medida importante de reparación integral es el reconocimiento 

público del crimen cometido y el reproche de tal actuación. En efecto, 

como ya lo ha reconocido la Corte, la víctima tiene derecho a que los 

actos criminales sean reconocidos y a que su dignidad sea restaurada a 

partir del reproche público de dichos actos. Por consiguiente, una 

manera de vulnerar de nuevo sus derechos, es la actitud dirigida a 

desconocer, ocultar, mentir, minimizar o justificar los crímenes 

cometidos; 

 

 El derecho a la reparación desborda el campo de la reparación 

económica, e incluye además de las medidas ya mencionadas, el 

derecho a la verdad y a que se haga justicia. En este sentido, el derecho 

a la reparación incluye tanto medidas destinadas a la satisfacción de la 

verdad y de la memoria histórica, como medidas destinadas a que se 

haga justicia, se investigue y sancione a los responsables. Por tanto, la 

Corte ha evidenciado el derecho a la reparación como un derecho 
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complejo, cuando se trata de una relación de conexidad e 

interdependencia con los derechos a la verdad y a la justicia, de manera 

que no es posible garantizar la reparación sin verdad y sin justicia; 

 

 La reparación integral a las víctimas debe diferenciarse de la asistencia 

y servicios sociales y de la ayuda humanitaria brindada por parte del 

Estado de manera que estos no pueden confundirse entre sí, ya que 

difieren en su naturaleza, carácter y finalidad. Mientras que los servicios 

sociales tienen su título en derechos sociales y se prestan de manera 

ordinaria con el fin de garantizar dichos derechos sociales, 

prestacionales o políticas públicas relativas a derechos de vivienda, 

educación y salud, y mientras la asistencia humanitaria la ofrece el 

Estado en caso de desastres; la reparación en cambio, tiene como título 

la comisión de un ilícito, la ocurrencia de un daño antijurídico y la grave 

vulneración de los derechos humanos, razón por la cual no se puede 

sustituirlas o asimilarlas, aunque una misma entidad pública sea 

responsable  de cumplir con esas funciones, so pena de vulnerar el 

derecho a la reparación; 

 

 Es necesaria la articulación y complementariedad de las distintas 

políticas públicas, pese a la clara diferenciación que debe existir entre 

los servicios sociales del Estado, las acciones de atención humanitaria y 

las medidas de reparación integral. De esta manera, el Estado debe 

garantizar todas las medidas, tanto de atención como de reparación a la 

población desplazada, hasta el restablecimiento total y goce efectivo de 

sus derechos.  

 

REPARACIÓN DE VÍCTIMAS DE LAS BANDAS CRIMINALES 

Para abordar el tema de la reparación de las víctimas de las BACRIM, hay que 

tener en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional acerca de la Ley 1448 
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del 2011, en la sentencia C-253 a la Corte Constitucional declaró la exequibilidad 

de las expresiones “a partir del 01 de enero de 1985” implícito en el artículo 3 de la 

ley 1448 de 2011 y “entre el 01 de enero de 1991 y el termino de la vigencia de la 

ley”*, contenido en el artículo 75 de la citada ley, donde se desplegaron los 

siguientes argumentos:  

 
el propósito de la Ley 1448 de 2011 y en particular de lo dispuesto en su 
artículo 3º, no es el de definir o modificar el concepto de víctima, en la 
medida en la que esa condición responde a una realidad objetiva, cuyos 
contornos han sido delineados de manera general en la ley, en instrumentos 
internacionales y en la jurisprudencia constitucional. Lo que se hace en la ley 
es identificar, dentro del universo de las víctimas, entendidas éstas, en el 
contexto de la ley, como toda persona que haya sufrido menoscabo en su 
integridad o en sus bienes como resultado de una conducta antijurídica, a 
aquellas que serán destinatarias de las medidas especiales de protección 
que se adoptan en ella. Para eso la ley acude a una especie de definición 
operativa, a través de la expresión “[s]e consideran víctimas, para los efectos 
de esta ley (…)”, giro que implica que se reconoce la existencia de víctimas 
distintas de aquellas que se consideran tales para los efectos de esta ley en 
particular, o, en sentido inverso, que, a partir del conjunto total de las 
víctimas, se identifican algunas que serán las destinatarias de las medidas 
especiales contenidas en la ley.92 

 
En este sentido la Corte continua: 
 

De lo precedentemente expuesto se desprende entonces, que por virtud de 
lo previsto en el artículo 3 de la Ley 1448, quienes hayan sufrido un daño 
como consecuencia de infracciones al DIH o de violaciones graves y 
manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos en 
condiciones distintas de las allí contempladas, no pierden su reconocimiento 
como víctimas, ni quedan privados de la posibilidad de acudir a los 
mecanismos ordinarios que se han establecido en la legislación ordinaria 
para que se investiguen y persigan los delitos, se establezca la verdad, se 
sancione a los responsables y se repare de manera integral a las víctimas, y 
que el sentido de la disposición es el de que, en razón de los límites o 
exclusiones que ella contiene, esas personas no tienen acceso a las medidas 

                                            
*
 En avance de comunicado del día 5 de diciembre de 2019, se declaró la inexiquibilidad con 

efectos diferidos del artículo 208 de la Ley 1448 de 2011 en sentencia C-588 de 2019. 

92
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-254/2013 (29, marzo, 2012). M.P. 

Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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especiales de protección que se han adoptado en la ley, en el marco de un 
proceso de justicia transicional.93 

 
 
Así mismo concluyo 
 

De lo anterior se desprende que, por un lado, en Colombia, toda persona que 
haya sido víctima de un delito, y en particular, aquellas que hayan sufrido un 
daño como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno, puede acudir a los mecanismos ordinarios que el 
ordenamiento jurídico ha previsto para garantizar los derechos a la verdad la 
justicia y la reparación, y, por otro, que conservan plena vigencia las 
prescripciones de DIH y de DIDH que buscan prevenir las violaciones de 
derechos y que brindan protección a todas las personas en el marco de los 
conflictos armados internos.94 
 
 

De acuerdo a lo anterior, “se observa que el razonamiento de la corte determinó la 

no existencia de una norma discriminatoria, sino que, bajo la premisa de proceso 

de justicia transicional, la especialidad de la Ley 1448 no excluía la protección de 

otras categoría de victimas dentro del conflicto armado interno”95 

 
 
Luego la corte resuelve una pretensión donde se afirmaba que   la expresión 
“con ocasión del conflicto armado” recoge una visión restrictiva del conflicto 
armado interno, que permitiría la exclusión de víctimas que a la luz de lo que 
establece la Ley 1448 de 2011, tendrían iguales derechos que aquellas que 
surgen como consecuencia directa de una confrontación armada.96 
 

                                            
93

 Ibídem  

 

94
 Ibídem  

95
 HERNANDEZ RAMIREZ, Lilia Janeth. Las víctimas de las bandas criminales y su derecho a una 

reparación integral acorde con el derecho internacional. Bogotá, Universidad Santo Tomas, 

facultad de derecho 2015. 

96
 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-781- 2012, octubre 10 de 2012. M.P. María 

Victoria Calle Correa. 
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Con el fin de resolver la pretensión, la Corte trae a colación la jurisprudencia 

acerca del (conflicto armado interno), determinando que esta expresión formula 

un criterio que permite incluir al listado de víctimas, aquellas que de acuerdo a 

diversos hechos se identifican como víctimas, donde se destaca:  

 
En consecuencia, la determinación de la existencia de un conflicto armado 
debe realizarse no en abstracto, sino en atención a las características de 
cada caso particular. Para efectos de establecer en casos concretos si un 
determinado conflicto ha trascendido el umbral de gravedad necesario para 
ser clasificado como un conflicto armado interno, la jurisprudencia 
internacional ha recurrido principalmente a dos criterios: (i) la intensidad del 
conflicto, y (ii) el nivel de organización de las partes.  
 
Al apreciar la intensidad de un determinado conflicto, las Cortes 
internacionales han aplicado, por ejemplo, factores tales como la seriedad de 
los ataques y si ha habido un incremento en las confrontaciones armadas, la 
extensión de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de 
tiempo, el aumento en las fuerzas armadas estatales y en su movilización, 
así como la movilidad y distribución de armas de las distintas partes 
enfrentadas.97 
 

Refiere la Corte que:   
 
las expresiones “delincuencia común” y “conflicto armado interno”, aluden a 
caracterizaciones objetivas, que no pueden ser desconocidas de manera 
arbitraria o por virtud de calificaciones meramente formales de los fenómenos 
a los que ellas se refieren. En ese contexto, la exclusión prevista en la ley se 
ajusta a la Constitución, en la medida en que es coherente con el objetivo de 
la ley y no comporta una discriminación ilegítima. Se trata de adoptar 
medidas especiales de protección, en el marco de un proceso de justicia 
transicional y es, de ese modo, natural, que se excluyan los actos de 
delincuencia común que no son producto del conflicto.98 

    
De acuerdo a lo anterior, la Corte Constitucional razonó que las expresiones 
“conflicto armado interno” y “delincuencia común” su aplicación en la ley 1448 no 
tiene un efecto discriminador para las víctimas de las BACRIM. Toda vez que 
estableció:  
 

Como se ha dicho, existen elementos objetivos que permiten encuadrar 
ciertas conductas dentro del conflicto, y hay extremos en los que, por el 
contrario, también resulta claro que se está frente a actos de delincuencia 

                                            
97

 Ibídem  

98
 Ibídem  
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común no cubiertos por las previsiones de la ley. En el medio existen zonas 
grises, que no es posible predeterminar de antemano, pero en relación con 
las cuales, si es posible señalar que no cabe una exclusión a priori, con base 
en una calificación meramente formal, y que en el análisis de cada caso debe 
procederse, a tono con el objetivo mismo de la ley, con un criterio que tienda 
a proteger a las víctimas. Esto es, probada la existencia de una afectación 
grave de derechos humanos o de una infracción de las normas del derecho 
humanitario, en caso de duda sobre la inserción de la conducta lesiva en el 
marco del conflicto, debe darse prevalencia a la interpretación en favor de la 
víctima. Sin embargo, es claro que en esas situaciones límite la decisión 
debe adoptarse en concreto, a la luz de las particularidades del caso, porque 
si bien, por un lado, debe promoverse la efectividad del objetivo protector de 
la ley en todos aquellos eventos de afectación de derechos atribuibles al 
conflicto armado interno, no puede desconocerse que el régimen excepcional 
en ella previsto no puede desplazar todo el sistema judicial y que la 
reparación de los daños atribuibles a fenómenos delictivos ajenos al conflicto 
debe buscarse por las vías ordinarias que el ordenamiento jurídico ha 
previsto para ello.99      

 
 
Por lo anterior y según lo dicho por Hernández,100  para el Juez Constitucional no 

existe un carácter discriminatorio por parte de la Ley 1448 frente a lo relacionado 

con la clasificación de las víctimas, pero si diferencia la naturaleza, respecto a las 

necesidades de la justicia transicional y en cuanto a la delincuencia común, 

entendido como BACRIM, no se debe desatender a las víctimas en ocasión a 

estos grupos; por el contrario, se debe analizar caso por caso. Debido a que en 

algunas ocasiones la vulneración de los derechos de esta población se presenta 

en escenarios donde se han violado gravemente los derechos humanos y se ha 

trasgredido al derecho internacional humanitario, por lo cual esta población se 

puede incluir en la reparación integral de acuerdo a la ley de víctimas. 

 

Por otro lado, podemos traer a colación lo que se analiza en el auto 119 del 2013, 

emitido por la Corte Constitucional, respecto al registro único de víctimas, toda vez 

                                            
99

 Ibídem  

100
 Hernandez Ramirez, Lilia Janeth. Las víctimas de las bandas criminales y su derecho a una 

reparación integral acorde con el derecho internacional. Universidad Santo Tomas, Bogotá 2015 
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que para poder acceder a la reparación es necesario que la posible víctima sea 

incluida en dicho registro  

 
De acuerdo a dicho auto se puede establecer que: 

 

La delincuencia común, tal como fue interpretada por la Corte Constitucional en 

la sentencia C-253A de 2012 (M.P. Eduardo Mendoza)101, se entiende en 

estricta oposición con el conflicto armado. De acuerdo con la interpretación que 

hace el Ejecutivo sobre la jurisprudencia constitucional, los actos de las 

BACRIM, al denominarse como actos de la delincuencia común y no se 

presentarían en el marco del conflicto armado o no guardarían una relación 

cercana y suficiente con el mismo, a pesar de la permeabilidad de sus 

actuaciones e interacciones con actores del conflicto armado, o de la violencia 

de sus acciones. Este argumento se ha prestado para no incluir en el registro a 

las personas desplazadas por la violencia cuando el perpetrador es alguna 

BACRIM. Esta posición fue reiterada en la Mesa de Estudios Permanentes y se 

asumió como el criterio para negar la inscripción en casos puntuales102. 

 

Si bien es cierto, se ha declarado que las víctimas de las BACRIM no se pueden 

reparar de acuerdo a la ley de víctimas, por cuanto estas son víctimas de la 

delincuencia común y no tiene relación alguna con el conflicto armado. Frente a 

este aspecto ya se está pensando de manera diferente, donde según la mesa de 

estudios permanentes de la Dirección de Registro y Gestión de Información 

(Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas) existen “casos 

excepcionalísimos” que pueden establecer una relación “cercana y suficiente” 

entre el accionar de las BACRIM, que provoca desplazamiento forzado con el 

                                            
101

 COLOMBIA.CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-253A- 2012, marzo 29 de 2012. MP. 

Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 

102
 Informe de la Mesa de Estudios Permanentes, 14 de diciembre de 2012, pág.9. Citado por: 

COLOMBIA. Corte Constitucional. Auto 119 de 2013. 24 de junio de 2013. M.P. Luis Ernesto 

Vargas Silva. 
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conflicto armado y que debe analizar cada caso en concreto, uno por uno y que 

una vez confirmado dicha situación, se entraría a verificar la inclusión y posterior 

reparación de estas víctimas103. 

 

Asumiendo esta conceptualización (sentencias C-253A y C-781 de 2012) en 

algunos “casos excepcionalísimos” sí puede encontrarse una “relación cercana 

y suficiente” con el conflicto armado. En estos casos, decidir una inclusión en el 

RUV no cuestiona ni invalida el concepto oficial del Estado sobre las bandas 

criminales, pero permite acoger la interpretación de la Corte Constitucional. Se 

planteó que estas  situaciones deben siempre analizarse una a una, y que la 

fundamentación para una posible inclusión, vinculada a la complejidad de 

situaciones presentes en el conflicto colombiano, se realizará para el caso en 

particular”104  

 

En atención a la sentencia C 781 de 2012, al corte se pronuncio acerca del tema 

del conflicto armado donde ha reconocido  

 

Como hechos acaecidos en el marco del conflicto armado (i) los desplazamientos 
intraurbanos, (ii) el confinamiento de la población; (iii) la violencia sexual contra las 
mujeres; (iv) la violencia generalizada; (v) las amenazas provenientes de actores 
armados desmovilizados; (vi) las acciones legítimas del Estado; (vi) las actuaciones 
atípicas del Estado; (viii) los hechos atribuibles a bandas criminales; (ix) los hechos 
atribuibles a grupos armados no identificados, y (x) por grupos de seguridad 
privados, entre otros ejemplos. Si bien algunos de estos hechos también pueden 
ocurrir sin relación alguna con el conflicto armado, para determinar quiénes son 
víctimas por hechos ocurridos en el contexto del conflicto armado interno, la 
jurisprudencia ha señalado que es necesario examinar en cada caso concreto si 
existe una relación cercana y suficiente con el conflicto armado interno.105 

 

                                            
103

 COLOMBIA. Corte Constitucional. Auto 119 de 2013. 24 de junio de 2013. M.P. Luis Ernesto 

Vargas Silva. 

104
 Informe de la Mesa de Estudios Permanentes, 14 de diciembre de 2012, pág.9. Citado por: 

COLOMBIA. Corte Constitucional. Auto 119 de 2013. 24 de junio de 2013. M.P. Luis Ernesto 

Vargas Silva. 

105
 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-781- 2012, octubre 10 de 2012. M.P. María 

Victoria Calle Correa. 
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Teniendo en cuenta que la Corte Constitucional ha reconocido que algunos 

hechos atribuidos a las bandas criminales tienen relación con el conflicto armado, 

es necesario traer a colación el delito de desplazamiento intra urbano, cuando es 

ocasionado o cometido por bandas criminales. 

 

Es necesario tener en cuenta que, si se va tratar del delito de desplazamiento, 

cuando se considera una persona como víctima de tal delito, según la Ley 387 de 

1997106, se debe establecer que (i) su traslado se hizo necesario por la coacción 

ejercida, o la ocurrencia de hechos de carácter violento, y (ii) permaneció dentro 

de las fronteras de la propia nación. 

 

Ahora, una vez se ha relacionado el delito de desplazamiento forzado, hemos 

podido evidenciar que las víctimas de este delito han tenido problemas con la 

inscripción en el registro nacional de víctimas para su posterior reparación. 

 

En concordancia con el auto 119 del 24 de junio de 2013, la Corte constitucional 

hace un seguimiento a las acciones adelantadas por el gobierno nacional para la 

superación del estado de cosas inconstitucional, declarado mediante sentencia T-

025 de 2004, en relación con el componente de registro y se dictan las medidas 

necesarias para mejorar la atención de la población desplazada por la violencia. El 

auto mencionado nos indica que uno de los problemas que se ha venido 

presentado para la inclusión y posterior reparación a las víctimas de las BACRIM, 

y en especial el delito de desplazamiento es el argumento de la unidad de 

víctimas, en la que manifiesta que estas personas han sido víctimas por parte de 

la delincuencia común y, por tanto, no hay relación con el conflicto armado, por lo 

que no se puede ingresar al listado del registro único de víctimas. 

 

                                            
106

 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 387 de 1997 (24, julio, 1997). “Por la cual se 

adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 

consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la 

República de Colombia”. Diario Oficial. Bogotá, D.C.: 24 de julio de 1997, No. 43.091. 
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Se puede observar que la mayoría de exclusión al registro de víctimas utiliza este 

argumento, sin considerar los pronunciamientos de la corte constitucional sobre 

este aspecto. 

 

Si bien, otro argumento por el cual la unidad de victimas niega la inclusión de las 

víctimas de desplazamiento intraurbano, es la consideración del perpetrador o del 

sujeto activo de ese delito, es decir, de las bandas criminales.  

 

En efecto, el rótulo del perpetrador del desplazamiento juega un papel 

importante en varias de las instancias en las que se decide acerca de la 

inclusión en el registro y la preocupación por la calificación del perpetrador ha 

permitido que se desatiendan las obligaciones constitucionales e 

internacionales en relación con las víctimas de violencia generalizada, y 

graves violaciones de derechos humanos ocasionadas por actores armados 

como las BACRIM.107 

 

En el mencionado auto, la Corte Constitucional encuentra que la dirección de 

registro de la UARIV no tiene un criterio para recibir las solicitudes de las víctimas 

de las bandas criminales (BACRIM) y, conforme a esto, la dirección agota el 

tiempo de espera para dar respuesta y adoptar una decisión en la que el resultado 

que obtienen las víctimas es la negación para acceder al registro único de 

víctimas. 

 
Por otro lado, también se pudo evidenciar que la Unidad de Victimas ha otorgado 

la inclusión al Registro Único de Victimas a personas que han sufrido el 

desplazamiento forzado por parte de las Bandas Criminales, la cuales han sido 

consideradas como delincuencia común y no hacer parte del conflicto armado, tal 

fue el caso del desplazamiento ocurrido en Campo Valdez en la Ciudad de 

Medellín, desplazamiento cometido por la banda criminal denominada “El Combo”. 

                                            
107

 Corte Constitucional. Sala Especial de Seguimiento a la sentencia T 025 de 2004 y sus actos de 

cumplimiento, Auto 119 de 2013.  
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Conforme a los párrafos anteriores, en cuanto a lo que tiene que ver con la no 

inclusión de las víctimas en el RUV, la corte estableció que: 

 

la UARIV desconoció la jurisprudencia reiterada de esta Corporación que ha 
establecido con claridad que negar a las víctimas de desplazamiento forzado 
su inscripción en el RUV con el argumento de que los hechos victimizantes 
no tuvieron lugar con ocasión del conflicto armado interno porque fueron 
generadas por bandas criminales organizadas, es inconstitucional. De este 
modo, cuando la actuación de las denominadas bandas criminales en el 
marco del conflicto armado ocasiona un desplazamiento forzado, sus 
víctimas tienen derecho a ser inscritas en el RUV. 108 

 

Es por ello que la Corte Constitucional consideró que, para poder reparar a una 
víctima, no se debe tener en cuenta como premisa la calidad del autor, es de 
decir que, la UARIV está en la obligación de analizar los casos uno a uno y 
reparar cada persona a la que se le ha vulnerado los derechos humanos y han 
trasgredido el derecho internacional humanitario. 
 
Por último, de acuerdo al planteamiento Hernández Lilia Yaneth: 
 

Debe entenderse que la calificación de un actor como parte o no del conflicto, 
no debe ser elemento a considerar a la hora de otorgar las reparaciones 
contempladas en la ley 1448 de 2011. Por tanto, pese a que las BACRIM y 
en especial los Urabeños, no sean calificados como actores del conflicto, las 
victimas de desplazamiento, podrán tener la oportunidad de ser registradas a 
fin de obtener una reparación integral. Todo dependerá que los funcionarios 
encargados de estos registros cumplan sus deberes y ejerzan análisis 
responsables de la situación de las personas, que se ven afectadas por 
graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario.109 

 
CUMPLIMIENTO DE LOS ESTÁNDERES EN MATERIA DE VÍCTIMAS DE LA 

BACRIM 
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 Corte Constitucional. Sala Especial de Seguimiento a la sentencia T 025 de 2004 y sus actos de 

cumplimiento, Auto 119 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
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Según Andrés Valdivieso en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

constituyen los estándares constituyen en cargas que deben cumplir los Estados 

para satisfacer las obligaciones mínimas consignadas en los instrumentos 

internacionales. En materia de derechos de las víctimas estos estándares versan 

sobre el grado de satisfacción sobre los deberes de prevenir, investigar, juzgar, 

sancionar, reparar y adoptar medidas de reparación110. Estos estándares son 

desarrollados y perfilados por los organismos judiciales y cuasi judiciales de los 

sistemas regionales y universales de protección de los derechos humanos, siendo 

un limitante a los Estados y una manifestación del control de convencionalidad111. 

 

Conforme a lo anterior, hay que recordar que el control de convencionalidad no 

indica una supremacía del Derecho Internacional de los Derechos Humanos sobre 

la Constitución Colombia, sino que indica la integración de estos instrumentos al 

cuerpo mismo de texto constitucional. Así, para Quinché Ramírez, el bloque de 

constitucionalidad lo integran: el preámbulo, los artículos y los artículos transitorios 

de la Constitución Política de Colombia; así mismo como los tratados 

internacionales sobre los derechos humanos, bien sean que no admitan su 

suspensión en los estados de excepción (bloque de constitucional en sentido 

estricto) o no (bloque de constitucional en sentido amplio), los convenios de la OIT 

señale la Corte Constitucional y los precedentes constitucionales y 

convencionales112 

 

Sobre la obligatoriedad del precedente convencional frente a los Estados que no 

fueron parte del proceso contencioso de responsabilidad internacional del Estado 
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 VALDIVIESO COLLAZOS, Andrés Mauricio. “La justicia transicional en Colombia los estándares 

internacionales de derechos humanos y 
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ante la CorteIDH, es relevante recordar que el control de convencionalidad es una 

labor irrenunciable de los jueces tanto del sistema interamericano como de los 

sistemas internos de cada uno de los Estados partes y este deber no tiene que ver 

con los efectos de la sentencia (interpartes, erga omnes o interpares), pues lo 

importante es que en las actuaciones estatales se ajusten a las reglas 

jurisprudenciales que emanan de la labor de aplicación e interpretación que de la 

Convención hace la CorteIDH113. 

 

Así las cosas, la jurisprudencia interamericana en materias de víctimas ha 

destacado como estándares a cumplir los siguientes: 

 

 La obligación de investigar es un presupuesto fundamental pues permite 

establecer la verdad, bien sea de manera judicial o extrajudicial. Así mismo, es 

un elemento indispensable para legitimar los procesos judiciales que se 

puedan dar en materia de justicia transicional. En palabras de la CorteIDH: “El 

deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe 

ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una 

simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una 

mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal 

de las víctimas”114.  

 

 La obligación de juzgar es precedida por la investigación previa y tiene su 

desarrollo en escenarios judiciales. Según la CorteIDH: “El Estado debe, en un 

plazo razonable, iniciar, impulsar, reabrir, dirigir, continuar y concluir, según 

corresponda, con la mayor diligencia las investigaciones y procesos 

                                            
113

 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Atala Riffo y niñas contra 

Chile, sentencia del 24 de febrero de 2012, serie C, número 239. 

114
 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Masacres de El Mozote y 

lugares aledaños contra El Salvador. Serie C no 252. (25 de octubre de 2012). Caso Masacres de 

el Mozote y Lugares aledaños Vs. El Salvador, sentencia del 25 de octubre de 2012, Serie C, 

número 252. 



69 
 

pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de 

los hechos y determinar las responsabilidades penales que pudieran existir, y 

remover todos los obstáculos de facto y de jure que mantienen la impunidad 

total en este caso”115 

 

Según el Semillero de Derecho Procesal de la UCEVA “El deber de 

juzgamiento consolida la materialización de los derechos a la verdad y a la 

reparación como prerrogativas convencionales de las víctimas conforme a las 

previsiones de los artículos 8 y 25 de la Convención 32”116 Lo que se traduce 

en una disminución de la flexibilización propia de las transiciones negociadas, 

prohibiéndose bajo la legalidad convencional las amnistías e indultos o las 

leyes de perdón y olvido117. 

 

 La obligación de sancionar, aunque la sanción es un elemento punitivo hace 

parte de la connotación reparadora de los derechos de las víctimas, nace de la 

idea que quien cometa violaciones a los derechos humanos deben ser 

condenados con penas proporcionares a los delitos cometidos. Es la base de 

la reparación tanto moral como material y un elemento que permite la 

construcción de la verdad con connotaciones prospectivas que eviten hechos 

de igual atrocidad en el futuro118.  

 

En materia de justicia transicional es importante destacar para el caso de los 

paramilitares y las BACRIM los criterios de priorización y penas alternativas 
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como un mecanismo armonizador entre los derechos de las víctimas y el 

derecho a la paz119.  

 

 

Así las cosas, en la actualidad la reparación a las víctimas de las bandas 

criminales no cumple con los estándares convencionales sobre la materia. En el 

entendido que  al desconocerse su calidad de victimas  con ocasión del conflicto 

armado sino como de la delincuencia común se constituye una trata desigual 

injustificable al tener que acudir a los sistemas ordinarios de responsabilidad 

(penal, civil o del Estado) y no los sistemas transicionales como los de Justicia y 

Paz, la Ley de Víctimas o el Sistema Integral de Verdad, Justicia y Reparación del 

Acuerdo Final, desconociendo el origen de estos grupos, que es especial, como lo 

establece la Ley 1908 de 2018. 

 

Así, el deber convencional de investigar se ve afectado en cuanto a la obligación 

de investigar, este estándar no se ha cumplido para la reparación de víctimas de 

las BACRIM, pues bien, la Fiscalía General de la Nación, titular exclusiva para 

estos escenarios de la acción penal, no aplica los criterios de priorización en razón 

a la calidad de víctimas sino a criterios como el impacto mediático del caso o su 

relevancia en la seguridad nacional, lo cual se traduce muchas veces en la mora 

en las investigación por la congestión que afrontan las fiscalías  

 

Del mismo modo, las víctimas de la BACRIM no se ven reflejadas en mecanismos 

extrajudiciales de investigación, pues no están contempladas bajo los mandatos 

de la Comisión de la Verdad ni han quedado contempladas en el guion del museo 

de las víctimas. 
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Por su parte, la obligación de juzgar tampoco se ve satisfecha, pues las víctimas 

de esta clase de violaciones se ven discriminadas al tener que afrontar los 

procesos penales ordinarios regulados por la Ley 906 de 2004 con las 

disposiciones especiales establecidas en la Ley 1908 de 2018, cuyo impacto solo 

tiene que ver con la equivalencia entre el acto de acusación con el de imputación. 

En este sentido mientras las víctimas de las guerrillas y los antiguos grupos 

paramilitares tiene sistemas de enjuiciamiento especial como lo son el 

componente de justicia transicional del Acuerdo Final encabezado por la JEP y los 

procesos penales especiales ante la jurisdicción ordinaria de Justicia y Paz, 

respectivamente. 

 

A pesar de lo anterior, si es importante destacar que en materia de restitución de 

tierras la Unidad Administrativa Especial sobre la materia ha referido que la 

política pública sobre el despojo tiene en cuenta el acto victimizante más que la 

calidad del despojador, lo cual se traduce en un acceso efectivo a través de los 

jueces civiles del circuito especializado en restitución de tierras a las medidas 

judiciales que no sólo se refieren a la restitución del bien inmueble en sí mismo 

sino que tiene expresiones que abarcan todo el contexto psicosocial de las 

víctimas120. 

 

En cuanto al deber de sanción sin bien es cierto que a través de los procesos 

penales ordinarios se puede alcanzar la retribución correspondiente al delito 

ocasionado, lo cierto es que las víctimas no puede acceder al sistema de 

reparación administrativa contemplado en la Ley 1448 de 2011, pues como quedó 

en claro en los hechos que dieron fruto a la sentencia T-834 del 2014121, la política 
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pública en este sentido es la negación, teniendo que acudir las víctimas al amparo 

del juez constitucional lo cual constituye en sí una práctica revictimizadora. 

 

De otra parte, el tener que acudir a los sistemas de reparación ordinario como el 

incidente de reparación integral en el proceso penal, el proceso verbal o verbal 

sumario por responsabilidad civil extracontractual o el medio de control de 

reparación directa por responsabilidad extracontractual del Estado, conllevan 

nuevamente a un injustificado y grave trato desigual entre las víctimas, pues estos 

trámites judiciales llevan consigo la imposición de cargas procesales importantes 

además de onerosas. 
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CONCLUSIONES 

Todas las víctimas con ocasión del conflicto armado colombiano tienen los mismos 

derechos a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición en 

los términos de la Ley 1448 de 2011 y los demás mecanismos judiciales y 

extrajudiciales que permitan la reparación de las víctimas bien sea por la justicia 

ordinaria o la transicional. Dentro de este contexto, las víctimas de las bandas 

criminales tienen derecho a estas reparaciones, pues como quedo expuesto, los 

hechos generadores de violaciones a los Derechos Humanos que fueron 

cometidas en el contexto del conflicto armado colombiano. 

 

Dentro de éste contexto es un derecho de toda víctima, la verdad como derecho 

base que, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos permite el 

disfrute de la justicia, la verdad, la reparación y las garantías de no repetición, 

pues la verdad es el derecho que tiene esta población a tener acceso a conocer y 

entender lo sucedido respecto del hecho victimizante, no solo en su ámbito 

descriptivo sino contextual. 

 

Determinada la verdad, la justicia es el derecho que tienen las víctimas para 

acceder a la administración de justicia no sólo en términos formales como la 

denuncia sino en términos materiales como la posibilidad de poder intervenir en la 

persecución penal desde la aportación de elementos materiales de pruebas hasta 

la intervención en la práctica de pruebas en etapa de juicio en cuanto al proceso 

penal y permitiendo recursos judiciales efectivos para la determinación de 

responsabilidades del Estado, disciplinarias, fiscales, etc. 
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Una vez determinadas las responsabilidades deberán realizarse las 

correspondientes reparaciones al daño ocasionado, teniendo en cuenta los 

perjuicios materiales e inmateriales que tienen un contenido patrimonial, bien sea 

del tipo resarcitorio o del tipo compensatorio además de las reparaciones de tipo 

simbólicas o estructurales. Adicionalmente, gracias a la Ley de Víctimas hoy se 

puede hablar de reparaciones administrativas que no tienen implícita la noción de 

responsabilidad, sino que se basan en el principio de solidaridad en un marco de 

justicia transicional. 

 

Para la jurisprudencia constitucional, es claro que una vez reparada la víctima no 

pueden volver a los mismos hechos, por lo tanto, las garantías de no repetición es 

aquel conjunto de medidas que tienen como fin la no revictimización como 

elemento reparador, pues el esclarecimiento de la verdad permite el 

establecimiento de las responsabilidades del caso sin que esto signifique el fin de 

las obligaciones internacionales, pues el Estado tiene el deber de construir una 

memoria histórica que visibilicen a las víctimas. 

 

En virtud del derecho a la igualdad el Estado debe garantizar el derecho a la vida, 

la seguridad y estabilidad emocional de las víctimas de las Bacrim, es por ello que 

es una obligación estatal el investigar, sancionar y juzgar a los responsables de la 

violación de los derechos humanos en el marco de violaciones al Derecho 

Internacional Humanitario o las graves violaciones al Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos en el marco de un conflicto armado como es el caso de las 

BACRIM que generaron actos como desplazamiento forzado, ejecuciones 

extrajudiciales, entre otros tipos penales (desapariciones, violaciones, 

reclutamientos forzados). 

 

En el contexto de violencia generalizada dentro de un conflicto armado nace la 

obligación estatal de reparar a las víctimas a fin de devolverlas al estado anterior 

al hecho victimizante o, al menos, en un estado similar, pues la casuística y la 

práctica judicial ha demostrado que en cada caso y en relación a las pérdidas de 
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las víctimas o su relación con el monto de la indemnización o las medidas 

restaurativas que deben ser de tipo integral, es decir, no sólo económicas sino 

también psicosociales. 

 

Según la interpretación que la Corte Constitucional hace del artículo 3° de la Ley 

1448 de 2011, no es posible excluir como víctimas a aquellas personas o 

comunidades que hayan sufrido daños como consecuencia de las infracciones al 

DIH o a los DD.HH., pues tanto las normas internas como internacionales brindan 

protección a toda persona que ha sido violentada en su integridad por los 

conflictos armados no internacionales, incluidos en la situación excepcionalísima 

de los Grupos Armados Organizados – GAO cuando éstos violan los parámetros 

internacionales antedichos. 

 

En este sentido, la Corte Constitucional ha ordenado a las autoridades estatales 

aplicar el régimen excepcional de justicia transicional a esta clase de víctimas, 

exigiendo un examen en cada caso en particular de aquellos elementos que lo 

hacen merecedor de este régimen excepcional de justicia transicional como 

serían: la gravedad de la conducta punible; las circunstancias fácticas que lo 

tipifican, los cuales deben enmarcarse en el conflicto armado interno, midiendo la 

intensidad del conflicto y el nivel de organizaciones de las partes. Es decir, que se 

debe verificar los ataques, las hostilidades a lo largo de determinado territorio y el 

tiempo que llevan siendo objeto de la violencia. 

 

Así las cosas, se puede concluir que delincuencia común, organizada y conflicto 

armado interno son expresiones que no se excluyen cuando los actores de estos 

fenómenos ilegales participan en el mismo marco de violencia.  
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